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Amparo Directo Ko. 5026-952-2a.-Lino Bermejo lIui­
zar.-Fallado el 18 de abril de 1953, por unanimidad de 4 
,"otos.-Ponente ;'1 Ministro Teófilo Olea y Ley\·a.--Secre­
tario. Lic. Guerra Salinas. 

PORTACION DE AmL\ PROHIBIDA, DELITO DE. 
-Cuando el instrumento de la acción antijurídica es un 
puñal, según la fe que del mismo dé el ~Iinisterio Púo 
blico, por tratarse de una arma blanca de dos filos de 
hojas de doce centímetros, y 'quien la porta la reconoce 
cOmo suya, la áctividad desplegada por el agente, confi~ 
gura el tipo delictivo previsto en 'la fracción 1 del artícu· 
lo 160 del Código Penal. 

Ámparo Direct(} K (). 209t>-1952. J<>sé Luis Hernández 
Álvarez.-'-<Fallado el 19 de ener(} de 1953, por unanimi­
dad de 4 vot<>s.-Relator el C. (~Iiuistr() Teófil(} Olea y 
Leyva.--Srio. Lic. Enrique 'Padilla C. 

POSESlOOl' DE ESTUPEFACIEKTES.-&bien cierto 
que los artículos 524 y 525 del Código Federal de Pro­
cedimientos Penales consigna una exención de responsa· 
bilidad para los adictos al Vld(} de las dr(}gas enervan· 
tes, y que no limitan la cantidad de estupefacientes que 
puedan p<>seer para uso personal; pero también 10 es qne 
estos precept<>s deben interpretarse no con amplitud, si. 
no restritivamente, en cuanto a que esa cantidad de dro4 

ga no debe sobrepasar el consumo racional, pues de otro 
modo podría darse el caso de que un vicioso almacenara 
una fuerte cantidad de drogas bajo el pretexto de neceo 
sitarlas para ]a satisfacción de sus vicios, y en un momen­
to dado traficar con la misma, bajo el amparo de que 
!ro p<>sesión y uso le estaba permitida, por lo que la in­
terpretación que de esas disposiciones formule una auto­
ridad represiva en el sentido indicado no es viola torio 
de garantías. 

Amparo directo No. 8475·950-1a.-Darío )Iata Guillén 
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y coag.-Fallado ellO de abril de 1953.-Unanimidad de 
5 votos.-~ltro. Relator: Luis G. Corona.- Srio. Angel 
)lorale8 )loreno. 

PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL.- No pne­
de considerarse que el acusado se encuentre a disposición 
de la autoridad responsable, si en prirp.era instancia se 
le absolvió y el recurso contra la senten'cia {'n ese senti­
do se admitió en el efecto devolutivo según lo prenene el 
artículo 419 del Código de Procedimientos Pénales para 
el Distrito y Territorios Federales, lo que significa que 
dicho acusado quedó libre, máxime si en cumplimiento. de 
la sentencia absolutoria se le devolvió el certificado de 
depósito que garantizaba su libertad provisional. 'Así pues, 
si en esas condiciones se registra durante la tramitación 
de la ~ alzada 1ma interrupción de actuaciones durante un 
período de tiempo mayor que el término medio de la pena 
('{)rrespondiente, procede declarar que se surte la pres­
cripción de la ación penal. 

Directo No. 1956-51.-Quejoso: Raúl :lIolina Castillo.­
Aut. Resp. ia. Sala T. S. Just. del D. F.- Fecha de la 
ejec: 30 de marzo de 1953.-Unanimidad de 5 Yotos. ()fi­
nistro: Corona) . 

PRESCRlPCION, EXTINCION DE LA PENA.- Tra­
tándose de la prescripción, la pena desaparece por el trans­
curso del tiempo; bien, porque el transeurso de éste ex­
cluye la posibilidad de la persecución penal, en cuyo caso 
se está en presencia de la denominada prescripción de 
persecución penal, la cual produce sus efectos material 
y procesaImente; o bien, porque el transcurso del tiem­
po, exeluye la posibilidad de ejecutar la pena impuesta 
por sentencia firme, en cuyo caso se contempla la llama­
da prescripción de la ejecut~ria de la pena. Ahora bien, 
conforme al artículo 116 del Código de Defensa Social 
de Chihuahua, la acción persecutoria prescribe en un pla-
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zo igual al tiempo de la medida corporal, que corre .• pon­
~de a la sanción; y como la impuesta al quejos.o es me­
nor que el término medio aritmético de ,la medida defen­
siva, tratándose del delito de homicidio en riña, debe te­
nerse como prescrita la pena cOn que fuésancionado el 
ilícito, a virtud de que siendo el homicidio un delito ins­
tantáneo, el cómputo del p]azG comienza el día siguien4 
te a aquél en que tuvo evento la total consumación típica 
exterior. 

Amparo Directo No. 2458·1952. Jesús ~ra. Carbaja! Pino. 
-Fallado el 2 de marzo de 1953, por mayoría de tres 
votos, contra los de los :\Unistros Corona y Castro Estra­
da,-Relator el C. Ministro Teófilo Olea y Leyva.- Srio. 
Lic. Enrique Padilla C. 

PRESL'XCION DEL DOLO EN LA LEGISLACIlli 
PENAL DEL ESTADO DE .JALISCO.- El hecho de que 
un individuo manifieste que disparó solamente con el áni­
mo de amedrentar a otro, a quien ha provocado en riña 
con antE'lación. no es bastante para destruir la presun­
ción del dolo que consagra la L€-y Penal, pues si existe 
voluntariedad en la conducta, debe presumirse también 
la del resultado lesivo de la integridad corporal. 

Amparo Directo No. 152()"52.--Casildo Niño Hernán­
dez.-Fallado el 11 de abril de 1953, por unanimidad de 
4 votos, estando ausente el ªUnistro Luis Chico Goerne. 
-Relator el C. 3Iinislro Teófilo Olea y Leyva.-Srio: Lic. 
Enrique Padilla c. 

PRL'EBA DOCUMENTAL, VALOR INDICIARIO. -
Cuando el Tribunal de apelación concedió valor probato­
rio a un documento expedido en el extranjero, que no 
tiene el carácter de copia certificada, en virtud de que 
no fué autorizada de acuerdo con la técnica que estable­
ce el artículo 262 del Código Federal de Procedimientos 
Penales, esto es, por el representante autorizado para 
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atender los asuntos de la Repílblica en el lugar en 4Qe 
sean expedidos; pero le concede relevancia como indicio 
que aunado a los que emergen de la propia confesión del 
imputado y de la manifestación del snjeto de la obliga­
ci{)n testifical, esto es, del ofendido y del testigo presen~ 
ciaI, dicha relación valorativa no es violatoria de las re· 
gIas que rigen ]a apreciación de las pruebas. 

Amparo Directo Ko. 5093-52.- Gabriel Escalante Ló­
pez.-Fallado el 22 de julio de 1953. por uuanimidad de 
5 yotos.-Relator el C. :\linistro TeófBo Olea ~- Leyva.­
Srio. Lie. Enrique Padilla e 

PRUEBA lXDICIARIA.DELITO DE. HmnCIDIO.­
Cuando el juzgador hace la declaratoria de culpabilidad 
de.} imputado, luego de valorar un concurso de indicios, 
concediendo relevancia a la prime-ra mani festación de los 
s11jetos del testimonio y negando eficacia probatoria a su 
retractación posterior, misma que es ,ertida Con relación 
a la eronología de la acción antijurídica, mucha ti~mpo 

después, tal apreciaeión no viola las normas reguladoras 
de la prueba, ni es yiolatoria de garantías eonstituciona­
les. 

Amparo Directo Ko. 8SZ9-1945.--Jo.'é Derriolope Cas­
tillo.- Fallado el 7 de noviembre de 195:3, por unanimi. 
dad de 4 votos. Relator el C. 1Iinistro Teófilo Olea y 
Leyva.-Srio. Lic. Enrique Padilla C. 

PRUEBA INDICIARIA. VALOR PROBATORIO DE 
LOS IXDICIOS.- Gna circunstancia indica tanto mejor 
un hecho cuanto menor puede re\-elar otros hechos dife­
rentes. Así cuando un efecto no puede ser .atribuído sino 
a una exclusiva causa, c-onstituy.e un indicio necesario, 
porque resulta factible excluir todos los acontecimien­
tos posibles, salvo uno, que es concluyente para estable­
cer la certeza del delito y la culpabilidad del agente, y 
aSÍ, cuando su comportamiento implica una acción direc-
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toria de los diversos actos re1ati--ros a la consuma~ión del 
delito, es punible tal condncta a partir de los actos de 
la ejecución por los agentes materiales "del tipo incrimi­
nado. 

Amparo Directo No. 3051-1!J-!8. Anselmo Cordero ZÚ­
ñiga.-iF'aIlado el 9 de septiembre de 195:3, por mayoría 
de 3 votos, contra el del :lIinistro 'Lui.,; G. Corona.-Re­
lator el C . .lIinistro Teófilo Olea y Leyva.-Srio. Lic. En­
rique Padilla C. 

PREEBA; PERTCICIAL.- Conforme al artículo 211 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, el valor de la 
prueba pericial quedará a la prudente apreciación del 
Tribunal y así lo reconoce la jurL'prudencia 864 del Apén­
dice al Tomo !Ji del Semanario Judicial de la Federación 
al establecer que tratándose de la facnltad de los jueces 
para apreciar las pruebas, la Legislación ~Iexicana adop­
ta el sistema mixto de valorización, porque si bien con­
cede arbitrio judicial al juzgador, para la apreciación de 
las pnlebas pericial, testimonial y presuntiva, ese arbi­
trio qneda subordinado a la observancia de los principios 
fundamentales de la lógica. 

Directo (So. 2007-51-1a. Rel. con el 2005-51-1a.-Que­
jos" Gnanos y Fertilizantes de ~léxico, S. A.-Aut. Resp . 
.llagd". del Trib. del 40. Cir. en Guadalajara. Fecha de 
ejec: 6 de febrero de 1953.-Por nnanimidad de 4 votos 
(.lJinistro: Chico Goerne). 

- "Q"-

QUERELLA. EX EL ABUSO DE CO:\TL\..'>ZA.- Si 
con motivo de la denuncia del ofendido se inició la cau­
sa por €l delito de estafa y durante el término constitu­
cional de setenta y dos ,horas el Agente del :lIinisterio 
Público rectifica su consignación señalando como delito 
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perseguido el de abuso de confianza, y si éste se consti­
tuye por los mismos- hechos denunciados, no puede esti­
marse que falta -la querella necesaria para su investiga­
ción, es decir, que se 'haya ejercitado la acción penal sin 
petición de parte interesada. 

Diree!o No. 49S~-50. Quejoso: Gabriel Huerta Ortiz.­
Aut. Resp. 3a. Sala Trib. Supo Just. Edo. ;Puebla y otra. 
-Fecha de la ejec.: 7 marzo de 1953.-Unanimidad de 4 
votos.-Se amparó para efectos. (~Iinistro: Corona) . 

- "R"-

RAPTO.-El delito de rapto requiere para su confi­
guración el apoderamiento de una mujer, y que éste sea 
por medio de la ,·ioIencia física o moral, del engaño o 
seducción, teniend~ CDIDO fin primordial la satisfacción 
de un deseo erótico sexual o el matrimonio, siendo el ele­
mento intrínseco de es ilícito el apoderamiento de la 
mujer, por el .]apso suficiente para sustraerla completa­
mento intrínseco de ese ilícit" el apoderamiento de la 
tenga como objeto la realización de los indicados hechos, 
y si de las probanzas allegadas a un proceso se acreditan 
esas condiciones, la sentencia que condene a un acusado 
como responsable de ese ilícito no vidla garantías indi­
viduales. 

Amparo Directo No. 74~-50-2a.- Antouio Oliva Gu­
tiérrez.- Fallado el 17 de enero de 1953.- Unanimidad 
de 4 votos.-~Iinistro relator: Lic. Luis G. Corona.-8rio. 
Lic. Angel ,)Io1'ale8 Moreno. 

RAPTO, DELITO DE.- Este delito supone apodera­
miento de la mujer por el agente, teniendo como medios, 
la violencia física o moral, el engaño o la seduecion; y 
como fin, la satisfacción de un deseo erótico sexual o el 
matrimonio. Por tanto, si el imputado admite como cierta 
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la consumaclOn típica, así mismo la circunstancia de ha· 
ber depositado a la ofendida en domicilio que no e; el de 
ésta, segregándola por un lapso suficiente del ambiente 
familiar en que vive, la conducta desplegada por el agen· 
te es punible como autor del delito de rapto. 

Amparo Directo No. 23.39-952. Demardo Saucedo Tina­
jero.-Fallado el 30 de abril de 1953, por mayoría de 3 
votos, contra el del Sr. Ministro Luis Chico Goerne, es­
tando ausente 'el -)[inistro Luis G . .corona.- Relator el 
C.:lIinistro Teófilo Olea y Leyva.-Srio. Lic. Enrique Pa­
dilla c. 

RAPTO, DELITO DE.- La acción típica en el rapto 
no consiste en el ayuntamiento o en cualquiera otra ae· 
ción, lúbrica, sino en el apoderamiento de la mujer, esto 
es, de tomarla, llevársela o retenerla, acción esta que en 
sí misma no. constituye ni implica realizaeÍón de actos 
sexuales, sin que por otra parte sea necesario que la fi­
nalidad perseguida por el raptor sea erótica, porque el 
bien jurídico que se lesiona en este hecho delictuoso no 
es el sexual, sino el de la libertad y seguridad persona­
les ~on afán lúbrico o matrimonial. 

Amparo Directo Xo. 3770-53.2a.--Jesús Fernández Pu­
Iido.-Resuelto el 4 de noviembre de 19(;3, por unanimi­
dad de 4 votos.~\usente el :lIinistro Corona.- Ponente 
el :lIinistro Teófilo Olea y Leyva.-Srio. Lic. Raúl Gue­
rra Salinas. 

REPARACIOX DEL DAXO.~La reparación del daño 
propiamente dicha importa dos obligaciones para el au­
tor de la infracción: la reposición material y la indemni­
zación del daño moral. 

Tratándose de delitos patrimoniales, el daño causado 
a la yÍetima aporta enriquecimiento ilícito para el agen­
te, _ razón por la cual al ser sancionado, invariablemente 
debe obligársele a la restitución cualesquiera que sean sus 
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circunstancias económieas; pudiendo, en cambio, ser exo­
nerado de la reparación por el daño moral, cuando no 
pueda satisfacerla. De lo anteriormente dicho se puede 
conchrir que tratándose de delitos patrimoniales, la obli­
gación de restituir eareee de ilxcepción; a diferencia de 
la de indemnizar que está sujeta a la eventualidad subor­
dinada a las posibilidades económicas del obligado. En 
este sentido, debe entenderse el artículo 31 del Código 
Penal para el Distrito y Territorios Federales, igual al 
:n del Código de Guanajuato. 

Amparo Directo No. 58-53-2a.- Quejoso: ~Ianuel Gal­
ván Ontiveros.-Resllelto: 20 de junio de 1953.-)linistro 
ponente: Lic. Lni~ Chico Goeroe. 

RESISTEXGU DE PARTICUl.iáRES, DELITO DE.­
Una de las formas del delito de resistencia de particula­
res consiste en emplear la fuerza, el _amago o la amenaza 
para oponerse a que la autoridad pública o sus agentes 
eje-rzan alguna de sus funciones; y si en .el empleo de 
ftquéIla fuerza se infieren lesiones a los agentes de la au­
toridad, en éstas no puede configurarse la modalidad de 
la riña por que la acción de los agentes Y"a orientada a 
la sujeción del transgresor de la Ley y no Con el ánimo 
de reñir con éste. 

Amparo Directo No. 6"25-952-1a.- Emilio Soto lIartí­
nez.- Fallado el 8 de octubre de 1953, por unanimidad 
de 4 votos. ~onente el ~Itro. Teófilo Olea y Leyva.- Srio. 
Lic. Guerra Salinas. 

RESPOXSABILIDAD OORRESffilCTIV .1.- El artícu­
lo 296 del Código de Defensa Social del Estado de Pue­
bla y para el caso de que el homicidio se ejecute con in­
tervención de dos o más personas, dispone que se apli-· 
earán de tres a seis años de prisión cuando sean yarias 
las lesiones, unas mortales y otra..'i no, y se ignora qUl.e­

nes infirieron las primeras, pero constare quienes lesio-
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nnon. Si pues, la autoridad señalada como responsable, 
aplica sanción que corresponde al homicidi<} simple, sin 
tomar en cuenta <¡ue lo.s hechos inciden en la situación 
prevista en el preceptD citado, comete la violación del 
artículo 14 de la Constitución por inexacta aplicación de 
la Ley secundaria. 

Directo ;So. 6123-51.- QuejosD: Rogelio Domínguez.­
Aut. Resp.: )Iag. 3a. Sala T. S. J. Edo. Puebla y otra.­
Fecha de .]a ejec.; Agosto 14-53.- Unanimidad de 4 ,otos. 
Ausente el Ministro Chico Goerne. (Ministro: Corona). 

RESARCBIIEXTO DEL DA .. 'W, DIPROCEDEXCIA.­
Aun cuando la pretensión del resarcimiento del daño es 
contingente de la pretensión punitiva del proceso penal, 
ello no significa que cuando el órgano jurisdiccional hace 
la declaración de certeza del delito y la culpabilidad del 
agente, deba necesariamente declarar aquélla; si en su 
concepto la parte lesa no probó su acción respecto de la 
reparación del daño proveniente de la acción típica, lue­
go de hacer una correcta apreeiación de las pruebas apor­
tadas por los sujetos de la relación procesal, dicho fallo no 
es viola torio de garantías. 

Amparo Directo No. 8432-1949.- Luz Caneón Díaz. 
-Fallado el 22 de agosto de 1953, por unanimidad de 4 
votos.-Relator el C. :\1inistro Teófilo Olea y Leyva.­
Srio. Lic. Enrique Padilla C. 

,REPARACIOX DEL DA..~O.-EI autor de una infrac­
ción social está obligado a reparar el daño que con la 
realización de ella haya causado, teniendo esa reparación 
el "arácter de medida de defensa social, y debe exigir," 
de oficio por el llinisterno Público, y si éste, en sn plie­
go de conclusiones ejercita esa a'eción de reparación del 
daño, y que se fije su monto de acuerdo con las pruebas 
obtenidas en el proceso es indudable que las autoridades 
represivas están obligadas legalmente a resolver sobre esa 
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<.>onrlena. y si omitpn hacerlo en el fallo eorre.8pondiente 
violan garantías indi,iduale-s . 

• \mp.,ro Directo No. 3212-51·2a.- Quejoso: Alejandro 
F. Fierro.~Fallado el: 6 de noviembre de 1933.- l"nani. 
midad de 5 votos. plinistro: C",rona). 

REPAR.-\CIOX DEL DAXO.-La reparación del daño 
propiamente dic-ha, importa <10.<; obligaciones para el au­
tor de la infrarción: la reposición material y la indem­
niz.1eión del daño moral. 

Tratándose de delitos patrimoniales, el daño cansado 
a la víctima aporta enriquecimiento ilícito, para el a¡;ren­
tE', razón por la cual al ser sancionado, inysriablemente 
debe ohligársele a la restitución cualesquiera que sean sus 
circunstaneias {'('onómicas; pudiendo, en cambio, ser exo­
nerarlo de la re-paraeión por el daño moral, cuando no 
pueda satisfacerla. De lo anteriormente dicho se puede 
concluir que tratándose de delito.." patrimoniales, la ob1i­
g-aeión de restituir {'arece de excepción; a diferencia de 
la de indemnizar que está sujeta a la e,entualidad subor· 
dinada a las posibilidades económicas del obli¡rado. En 
este sentido, debe entenderse d artícnlo 31 del Código 
Penal para el Distrito y Territorios Fede,ales, igual al 
27 del Código de Guanajuato. 

Directo Xo. 58-53-2a.- Quejoso: )[anue! Gal>án Onti­
nros.-.\ut. Resp. 4a. Sala del Supo Trib. de Just. Edo. 
Guanajuato.-Fecha de ejee.: junio ~o de 1933. Por uua­
nimidad de 5 \'otos. (~[jnistr0: Chico Goeme). 

RETROACTIVIDAD, APLICACIOX DE L'XA XOR. 
~fA.-Xo pnede decirse que una nneva norma debe apli­
carse retroacth-amente en cuanto beneficie, si no destaca 
elara e indubitablemente qUe sea más benigna que la n 
gente en la époea de la comisión del delito. 

Amparo Directo 1\0. 2101-95o.1a.-Jooé )fartinez Bra­
vO.-Fallado el 15 de agosto de 1953, por nnanimidad de 
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5 volos.- Ponente el ~1inistro TeMilo Olea y Ler,-a.­
Brio. Lic. Guerra Salinas. 

RIS.\.-.\ún cnando en rigor no hara hahido un iu· 
tercambio de golpes, eso no impide la estructuración le­
gal de la coutienda, puesto que en la riña debe atenderse 
principalmente al ánimo de los protagonLo;ta.'i ya que ~.')te 

es el que molh-a la conducta de ellos. Cuand.) existe un 
concierto tácito para reñir, no siempre se regi.litra como 
resultado de la aceptación la coexistencia de actos recí­
procos que materialicen la. lucha, porque la rapidez de 
uno de los que están dispuestos a pelear pueue Huliiicar 
la acción del contrario sin excluir la hipótesis de la con­
tienda. 

Dire~to Xo. 1297-52.--Quejoso: AglL,tín A,ceueio Gon­
zález.-Aut. Resp. Trib. Supo .JlL't. Edo. Tahaseo.-Fecha 
de la ejee. Septiembre 11 de 1953.-Por unanimidad de 4, 

votos. (~!inistro: Corona). 

RISA, CARACTERISTICAS DE L.\.-La riña no ,ó­
lo se caracteriza por la contienda de obra que se de.;;arro~ 

lIa entre dos o más personas sino que, también, concurren 
cuando entre ellos se cambian injurias y se hallan en ae· 
titudes amenazantes, ·ya sea m;Jmentos antes de la per~ 
petración de los heehos erimino..<io.s, o en el in.;;¡tante~ en 
que se realizaron. porque esas actitudes son reye!adora.; 
de su ánimo rijosof de tal manera que demostrado ese 
estado se halla el de riña, por lo que al no estimarlo 
así las autoridades represh"a.s, violan garantín..s indiddua­
les. 

Amparo directo Xo. 320'>-52-2a.- Sahás Soto IIernán­
dez.-Fallado el 17 de julio de 1953.-~Iayoría de 3 ,·oto •. 
)Iinistro relator: Lic. Lui, G. Corona.---Srio. Lic. Angel 
)forales )Ioreno. 

RL~A í DEFEXSA LEGITDIA.- Por riña se entierr-

-73 -



PRIllERA SALA. 

de la eontienda de obrar y no de palabra, entre dos <> 
má.<; personas; tal es la definición que emJ>lea el Código 
Penal. 

.lIas euando se entra al estudio de esta figura delic­
tiva para dete-rminar si eoncurren o no sus elementos in­
tegrantes, precisa considerarla en sus aspectos subjetivo 
y .objetivo j es decir, los actos que ei>nstituyen el ánimo ri­
joso, traducido en el afán de causarse daños mutuos; y 
la acción material o realización del propósito ofensivo. 

En la defensa legítima, 8Ul\ cuando de hecho e"iste 
la contienda, falta el elemento subjetivo o propósito de 
eontenuer, que E'S sustituído por la acción de rechazar un 
ataque violento, actual e injusto cuya, finalidad no es 
otra cosa que la defensa misma. 

"\mparo Directo No. 3096-52-2a. - Quejoso: Andrés 
.lfartínez CanM3.Scc<-Au!. Resp. 8a. Sala del Tribunal 
Supo de Just, del D. F.- Fecha de ejec.; 6 de febrero de 
1953.-1'or unanimidad de -1 ,·otos. (.lIinistro: Chico Goer­
ne) . 

RlxA y LEGITDU DEFEXSA. ses DIPEREXCIAS. 
-De explorado dl?recho es que la riña excluye la legíti­

ma uefensa aún cuando tenga de común la misma mate­
rialidad consistE'nte" en el intercambio de golpes. El as .. 
pedo objetiva puede ser idéntico, pero el subjeth"o siem­
pre es diferente. En la riña hay concurrencia de \"olun­
tades dirigida a causarse daño recíproco, corno Con5eeuen­
eia de un pacto tácito o expreso eu que el dolo ímpulsa 
a. cada uno de los protagonistas. En la le-gítima defensa 
siempre hay una agresión injustificada e improvista, 1;) 
que significa que sólo en el agresor la conducta es anti­
jurídica. y la idea del agredido es la de defenderse aun­
que para lograr ésto tenga la necesidad de causar daño. 

Diree!o Xo. 309l-51.--Quejoso: Luis Gallegos Jasso.­
.Au!. Resp. ~Iag. la. Sala T. S. JusI. Edo. Coahuila.-Fe-
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cha de la ejee.; 23 de enero de 1953.--8e negó por unani­
midad de -1 votos. (Ministro; Corona). 

RIÑA, Y LEGITDLA DEFEXSA.- La circunstancia 
modificativa de riña acreditada proeesalmente por el juz­
gador, califica el hOllÚcidio para los efectos de la san· 
ción penal y supone volnntariamente de los contendient1!3 
de dirimir mediante la violencia una eut:>sti-ón privada, y 
por tanto, se dan en ella dos agresiones que son igual~ 

mente antijurídicas. CDnsecuentemente riña y legítima de­
fensa son incompatibles y no pueden coexistir, porque 
en ésta, el agente tiene posibilidad de actuar típica, pero 
no 3ntijurídicamente . 

..Amparo Directo Xo. 4118-19;)2. Luis Vázquez Hernán­
dez.-Fallado d -1 de marzo de 1953, por unanimidad de 
-1 ,otos, estando au.ente el Sr. ~linistro Olea y Leyva.­
Relator el C. ~Iinistro TeMilo Olea y Leyva.--8rio. Lic. 
Enrique Padilla C. 

RIX A.--Cuando en el proceso seguido a un quejoso 
obren dos T"ersiones: la una proporcionada por éste en el 
.sentido de -haber sida rijoso en una contienda, en ,-ista 
de haber si<lo provocado por el sujeto pasivo del delito, 
y la otra propalada por éste, acerca de que el causante 
de la riña, o sea el provocador lo fué dicho quejoso, y nin­
guna de las dos versi0nes se halle corroborada eon otros 
elementos probatorios, en ese entonces debe estarse a lo 
más fa,-orable para el feo y est.imarse que tu'~o el carác­
ter de pro.ocado en la eontienda de obra. 

Amparo Directo Xo. 1684-52·2a.- Delfino .\lejo León. 
-Fallado el 17 de enero de lO:i3.-{jnanimidad de -1 vo· 
tos. ~Iinistro relator; Lic. Luis G. Corona.-Srio. Lic. An­
gel :\Iorales )!oreno& 

ROBO DE GAXADO.-El ar!ícula 342 Jel Código Pe· 
nal de Durango que sanciona el apoderamiento de una 

-75 -



PRBtERA SALA. 

-cosa ajena, -con carácter temporal, y no para apropiarse 
la o venderla constituye, en realidad, el delito denomina. 
do de abuso, es decir un ilícito atenuado, en el cual el 
agente activo usa la cosa, - contra derecho, sin el ánimo 
de apropiársela, obligando al delincuente a pagar al ofen­
dido, en calidad de reparación del daño, el total del al. 
quiler, arrendamiento o intereses de la cosa usada, y no 
puede estimarse en términos generales, que un semovien­
.te no propio para algún trabajo pueda ser una c~sa usa­
ble y, por lo núsmo, su sustracción constituye el delito 
específico del robo d. ganado que sanciona el artículo 
3-ll de esa codificación. 

Amparo Directo -",o. 295S--52·2a.- )lanuel Arenas 11e· 
za y coag.-Fallado el 17 de enero de 1953.-Unanimidad 
de 4 Yotos. Ministro relator: Lic. Luis G. Corona.-Srio. 
Lic. Angel '110rales Moreno. 

ROBO DE GA1'<ADO.-EI delito de robo de ganado se 
caracteriza por el apoderamiento y apro\-eehamiento de 
-éste, sin el consentimiento de su dueño, ya sea que se le 
sustraiga en vida y después se le sacrifique con la fina­
lidad de descuartizado y aprovechar su carne y vÍsceras 
para alimentarse, porque de eualquiera ·manera concurrió 
el ánimo delictivo, que siempre se presume, salvo prueba 
'fn contrario, para perpetrar ese ilícito, en las referidas 
condiciones. 

Amparo Directo No. 697f>-49.1a.-Andrés y Eligio Aban 
)li1lán.-Unanimidad de 4 yotos.-Fallado el 12 de ene· 
ro de 1953.-:Ministro relator: Lic. Luis G. Corona.-Srio. 
Lic. Angel llorale" Moreno. 

- "8" 

SOBRESEDIIENTO DEL A1IPARO.- La muerte del" 
que-joso origina el sobreseimiento del juicio de amparo, 
euando la garantía reclamada sólo afecta a su persona, 
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puesto que Ja muerte del delincuente extingue Ja aCClon 
. penal, así como las sanciones que se le hubieran impues­

to, a excepción de Ja reparación del daño y Ja de decomi­
so de los instrumentos del deJito. 

Amparo Directo No. 6!6(}'49-2a.- J. Jesús Guerrero 
Bernal.-ResueIto el 18 de abril de 1953, por unanimidad 
de 5 ,otos.-\Ponente el ~[jnistro TeMilo Olea y Leyva.­
Srio. Lic. RaúJ Guerra Salinas. 

- "T" -

TTIxT.A.TIV.A..-La tentativa da Jugar a que se apliquen 
medidas de defensa social cuando se ejecutan hechos en­
caminados directa e inmediatamente a Ja realización de 
una infracción antisocial, si ésta no se consuma por cau­
sas ajenas a Ja ,olnntad del agente cuya inteneionalidad 
resulta evidente y, en consecuencia, el agente activo ha 
de responder de aquella infracción y no de Jos actos pu­
nibles típicos objeth'os resultantes, y que sean un medio 
directo para consumar el hecho delictuoso intentado, lo 
cual sólo sería factible, en el caso de desistimiento pro­
pio y ,oluntario del mism" agente que intentaba la co­
misión de Ja infracción, libre y espontánea y n" deter­
minado por causas que cohiban o impidan Ja reaJización de 
de su ,,,lnntad, caso éste en que quedará exento de la 
penalidad correspondiente a la tentativa de Ja infracción 
cuya consumación intentaba, per ... o responderá de los he­
chos realizados hasta el momento del desistimiento si 
fueren pnnibles. 

Amparo Directo No. 4452-951-2a.- José :lfanuel lfon­
tes Reyes.-Fallado el 24 de junio de 1953, por nnanimi­
dad de 5 vot08.- Ponente el tMinistro Teófilo Olea y Ley­
va.-Srio. Lic. Guerra Salinas. 

TESTDfONIO DE P.A.RIENTES.-Los testimonios de 
Jas personas rendidos ante las autoridades competentes, 
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que intervengan a raíz de ejecutado un hecho delietuoso, 
a.dquieren fuerza probatoria, a pesar de que provengan 
dd ofendido o de sus parientes, porque su relato puede 
presumirse veraz a virtud de que no han podido ponerse 
en contacto con otras personas para inculpar a un acu· 
sado, y todavía más porque un instinto natural induce 
a e80..o;; testigos a señalar al individuo que haya ocasiona­
d;) un mal, siempre que no se compruebe, COn posteriori­
dad, que 10 hicieron prevalidos de odio o rencor €n con­
tra de ese inculpado, y sólo podrá aceptarse la rectifica­
ción que hagan en subsecuentes declaraciones para inva­
lidar las primeras cuando demuestren que sus dichos ini­
ciales fueron obtenid<>s por medios reprobados por la Ley. 

Amparo IDirecto 1'0. 2315-50-13.- Bonifacio Jiménez 
Fraueo.~Fallado el 30 de enero de 1953.- Unani¡nidad 
de .¡ ,otcs.-:\Iinistro relator: Lic. Luis G. Corona.-SrÍO. 
Lic. Angel ~Iorales ::lIoreno. 

TESTIGOS. V ATJÜR LEGJ.L DE LA PRUEllA.- El 
testimonio de los ofendidos tiene valor legal siempre que 
no aparezca demostrado que un móvil interesado los im­
pulsa a designar a un acusado evIDO uno de los autores 
en la comisión de un hecho delietnoso de que sea v-Íeti­
ma y, además señale a los otros copartícipes, por 10 que 
al otorgarle una autoridad represiva valor probatorio a 
ese testimonio no ,iola garantías individuales. 

Amparo Directo No. 2137-947-1a.-Epigmenio Hernán· 
dez Ortega.-Fallado el 16 de febrero de 19-33.-Unani. 
midad de .¡ Yotos.-:\Itro. Relator: Luis G. Corona.- Srio. 
Lic. Angel lIora!es Moreuo. 

TESTIGOS, RETRACTACIOX DE.- Para que la re· 
tractación de un testigo produzca efectos legales se re­
quiere que dé una explicación satisfactoria de las causas 
de la misma, y que las justifique, pues de lo contrario su 
deposición inicial no puede quedar in;alidada, y menOS 
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aún si del proceso aparece que la p,rodujo inmediatamen­
te de ocurridos los heehos, porque es lógico que en e.se 

. momento, cuando aún no está acolLSejado, narre la ver· 
dad de lo que hubiere visto u "ído. 

Amparo Directo No. 49.19-951-1a.- Ri'cardo Fernández 
-"layoría de 4 votos.-Fallado el 16 de julio de 1953.­
:lIinistro relator: Luis G. Corona.-Srio.: Lic. Angel ){o­
rales .:IIoreno. 

TRIBC::'<AL DE ALZADA, EN )L\.TERL\ PENAL SE 
Sl."STITlJYE AL DEPRDIERA INSTAXCIA.- Como la 
autoridad de segundo grado se substituye a la de prime­
ra instancia a virtud del recurso de alzada, en pleno uso 
de arbitrio, puede imponer las sandones que estime .jus~ 

tas entre el mínimo y el máximo legales, de acuerdo con 
la específica modalidad del delito, sin sujetarse a la cuan­
tificación de la pena impuesta por su inferior al conside­
rar la infracció~n penal cometida de manera dh·ersa. 

Amparo Directo No. 3929-051.- Joaquín Sánchez Váz­
quez.-4"allado el 20 de octubre de 19:;2, por unanimidad 
de 4 \"otos, estando ausente el Ministro Corona.- Rela­
tor el C . .:IIinistro Teófilo Olea y Ley\·a.- Srio. Enrique 
Padilla C. 

l."Sl;RPACIOX DE Fl"iXCIONES Pl."DLICAS, DELI­
TO DE.- Se configura cuando está acreditado en el pro­
ceso penal que el quejoso, en la época en que se consumó 
la acción imputada, sin ser funcionario público, se atri­
buyó ese carácter ejerciendo una de las funciones inhe­
rentes al mism<>, al ostentarse . como Inspector de Salu­
bridad, sin ser miembro integrante del Poder Federal o 
Común; habida cuenta de que la esencia del tipo delícti­
YO, la constituye la facultad decisoria o el poder coacH-
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TO; y consecuentemente COn arreglo a la fracción 1, del 
artículo 250 del Código Federal de Procedimientos Pena­
les, la conducta así desplegada, está matizada de dolo, y 
por lo tanto, referida a una consecuencia jurídica de pu­
nibilidad . 

• -\roparo Directo No. 1211-49-1a.- AlejandrG Vázquez 
)Iorazo.-!Fallado el 28 de oclubre de 19;)3, por unanimi­
dad de 4 .otos.-Relator el C. )finistro Teófilo Olea y 
Ley-.a.-Srio. Lic. Eurique Padilla C. 

- "V"-

VIOLACIO~, DELITO DE.- Cuando los indicios que 
emergen de las pruebas testifical, pericial y documental, 
.alorados por el juzgador, 10 determina a establecer la 
certeza del delito y la culpabilidad del agente, mediante 
una deducción lógica, al acreditarse que el activo del ti. 
po impuso a la menOr ofendida el acto sexual sin su COn­
sentimiento -agresión a la libertad sexual-, dado que. 
fué "arcotizada por aquél para facilitar la consnmación 
típica exterior, la actividad desplegada por el sujeto ac­
ti.o configura el delito de violacióu a <[ue se refiere el 
artículo 249 del Código Penal del Estado de Tamaulipas. 

Amparo Directo No. 480-953.- Juan Chong.-Fallado 
el 11 de abril de 1953, por unanimidad de 4 "\'otos, estan­
do ausente el Sr. )linistro Luis Chico Goerne.- Relator 
ele. ')Iinistro Teófilo Olea y Leyva.- Srio. Enrique Pa­
dilla C. 

VIOLACIO~'ES DEL ,PROCEDThIlE...'HO. - Cuando 
con el caráeter de violación procesal se invoca en la de­
manda de amparo la falta de careos a ;que se refiere el 
artículo 20, fracción IV, de la Constitución General, di­
cho concepto resulta infundado si la omisión aludida no 
se reclamó oportunamente como lo dispone tanto el artí­
culo 107, fracción IU, inciso a) de la misma Constitución, 
como el artículo 161 de la Ley de Amparo, o sea, si no se 
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solicitó la reparación ante la mk'll1a autoridad o no se 
hizo valer en segunda in.stancia, en su caso, para formu­
larse, por último, la protesta como preparación del jui­
cio de amparo. En esa virtud, la omisión de los careos, al 
aceptarse por la parte reo el auto que cerró la iustroe­
eión, debe tenerse por: eon.sentida y, consiguientemente, 
la irregularidad procesal invocada no puede hacerse ya­
ler en el juicio de amparo directo pr(}moyido contra la 
sentencia aefinitiva, al considerarse precIuído el derecho 
del quejoso. 

Directo :1\0. 9736-50.- Quejoso: lIaría Pantaleona Ro­
berts de Figueroa.-Aut. R"sp. 2a. Sala Trib. Supo Just. 
Tamaulipas y otra Fecha de' la ejec.; Junio 3 de 1953.­
l"nanimidad de 5 votos. (l1inistro: Corona). 

VIOL.ACIOX DEL PROCEDDIIE.'TO.- El artículo 
!ti! del Código de Procedimientos Penales previene: que 
las resoluciones judiciales deberán dictarse por los res­
pectivos }1inistros de la Suprema Corte de Justici¡¡, lIa­
gistrados o Jueces, y serán firmadas por ell06 y por el 

. Secretario que corresponda y a falta de éste por testigos 
de asistencia. La forma de 106 actos de las autoridades 
está implícita en el texto de los artículos So. y 160. cons­
titucionales. l"na orden de autoridad cualquiera que no 
se de por escrito es contraria a los mandamient06 de la 
Constitución, porque ésta ordena la forma escrita como 
condición para la eficacia y validez de aquélla. A mayor 
abundamiento, el artículo 9i1 del Código Federal de pI"(>. 
cedimientos Penales dispone que la sentencia sea firmJlda 
por el Juez y Secretario conjuntamente; por consiguien­
te, el fallo dictado por el Juez de Distrito en el caso, que 
nQ fué firmado por el Secretario, carece de validez y de 
eficacia y no es posible, por tanto, abrir la jurisdicción 
del Tribunal Cnitario del Primer Circnito para tramitar 
la apelación que se hizo valer, porque la instancia ca­
rece de materia, en cuanto a que no surte la hipótesis de 
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los artículos 363 a 391 del Código Penal Procesal Fede­
ral. De lo expuesto resulta que en el caso la violación 
procesal rerlamada constituye una violación esencial del 
proeedimiento~ de las que dan lugar a la procedencia del 
amparo, según lo estahlece la fraeeión IV" del artículo 
160 de la Ley Reglamentaria del Juicio de Garantías. al 
pre\"t:,nir que en los juicios del orden penal se consideran 
v¡<lladas las leyes dt'l procedimiento, de maneTa que su 
infracción afecta las defensas del qllejo..'w~· "cuando el 
Juez no actúe eon Secretario o testigos de asistencia, o 
t'lwndo se practiquen diligencias en forma distinta de la 
prevenida por la Ley". Consiguientemente la Sala con..<;i­
dera que la sentencia reclamada omitió la aplieación de 
las dL.;;posiiones legales citadas, violando con ello en per­
juicio del reo las garantías de los artíeulos 11 y 16 cons­
titucionales, por lo que procede ronceder el amparo, para 
el sólo efecto de que el lIagistrado del Tribunal de Cir­
cuito. diete U11","O fallo mediante el eual uulifique la sen­
tencia pronunciada por el Juez Federal, y mande que se 
cite nueyamente a. las partes para sentencia. 

Amparo Directo No. 334-49-2a.- Alberto WeÍSSmanu 
Tromer.-Engrose del Ministro José Castro Estrada.-Re­
suelto el 30 de enero de 1953.-llayoría de 3 .otos, con­
tra el del ')linistro Corona. 
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H. TRIBUNAL PLENO: 

De conformidad con 10 dispuesto en el articulo 

16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe­

deración. el 2 de enero del presente año fui desig­

nado Presidente de la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal. 

Con ese carácter vengo a informar de las labo­

res resalizadas hasta el 30 de noviembre del año en 

curso: 

La Sala Administrativa se avocó el conocimiento 

de los asuntos que le fueron turnados y las resolu­

ciones que en 105 mismos pronunció se ajustaron es­

trictamente a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y a las leyes aplicables en cada 

caso. 

Numerosos fueron los casos sometidos a la con­

sideración de los señores Ministros y. entre las te­

sis aprobadas. deseo destacar algunas que tienen 

especial relieve por su intrínseca importancia y su 

trascendencia social. 

En la revisión fiscal interpuesta por la Unión de 

Sociedades Locales Colectivas de Crédito Ejidal del 
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:Valle del Yaqui. se sustentó la tesis de que aunque 

es cierto que el decreto de promulgación del Código 

Agrario en el que se consignan las disposiciones fis­

cales contenidas en los artículos 196 y 197. requiere 

el refrendo de la Secretaría de Hacienda conforme 

a los artículos 80. del Código Fiscal y 92 de la Cons­

titución. también lo es que al expedirse la circular 

306-1-59. de veintinueve de junio de mil novecien­

tos cuarenta y cinco. publicada en el Diario Oficial 

de la Federación del veintiuno de julio del propio 

año. dicho Funcionario expresamente admitió que 

dentro del ámbito correspondiente a la competencia 

de la Secretaría se apliquen las disposiciones que 

establecen la exención de impuestos en favor de los 

productos de procedencia ejidal; sin que pueda sos­

tenerse la afirmación que se hace en la contestación 

de la demanda. de que dicha -circular es de carácter 

interno. puesto que publicada en el "Diario Oficial" 

es para surtir sus efectos respecto de todos los in­

teresados; y sin que tampoco sea el caso de con­

siderar. como lo hacen las propias autoridades. que 

la circular convalida una disposición que constitu­

cionalmente es inexistente. puesto que de conformi­

dad con el mismo artículo 80. del Código Fiscal que 

aquéllas invocan. dicha circular. que contIene dis­

posiciones de orden hacendario, se encuentra fir" 
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mada por el Sub-Secretario de Hacienda y Crédito 

Público, y, por lo mioma, tiene plena valide:: legal; 

de manera que, mientras no se derogue o nulifique, 

en los términos de la fracción VII del artículo 160 

del mismo Código Fiscal, debe reconocerse que las 

exenciones en favor de los productos ejidales han 

sido reconocidas por la Secretaría de Hacienda y 

deben aplicarse al Caso presente, por encontrarE e 

demostrados los extremos de la acción. 

En el amparo solicitado por Beatru Cabrera y 

coagraviados, en relación con los contratos de arren· 

damiento, se negó el amparo, considerando que el 

problema de la habitación presenta caracteres de 

superlativa importancia en el desarrollo de la socie­

dad, al grado que e! Estado tiene el deber de inter­

venir en forma imperativa por medio de una legis­

lación adecuada, limitando la autonomía de la vo­

luntad de las partes, la cual es generadora de obli­

gaciones y derechos, cuando se trata de fenómenos 

jurídicos que afectan incuestionablemente e! interés 

público. 

Respecto a la explotación forestal, se sostuvo que 

no puede ser gravada por los Estados. El Ínciso f) 
de la fracción XXIX de! artículo 73 de la Constitu­

ción Federal reserva al Congreso de la Unión gra­

var la explotacióu,_ forestal. Como puede verse ese 

precepto constitucional señala limitativamente los 
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casos que quedan reservados al Congreso de la 

Unión para establecer contribuciones. privando de 

esta facultad a las legislaturas locales. y por consi­

guiente. es patente la violación de las garantías in­

dividuales reclamadas en la demanda. puesto que 

al pretender gravar el Código Administrativo del 

Estado con un impuesto la explotación forestal. es­

tá haciendo uso de una facultad concedida expresa­

mente por la Carta Magna al Congreso Federal. in­

fringiendo con ello el artículo 16 constitucional. ade­

más de que pretende dicha legislatura substituirse 

en: esa facultad al Congreso de la Unión. o sea. que 

en realidad se está legislando en materia tributaria 

federal invadiendo con ello la soberanía de los Po­

deres Federales. 

La Sala declaró la inconstitucionalidad de la Ley 

de la Industria Cinematográfica y Reglamento. por 

las siguientes razones: Los artículos 20.. fracción 

XII. de la Ley de la Industria Cinematográfica. 47. 

66. 48. 83. 84. 85. 86 del Reglamento y 13 de la Ley 

son inconstitucionales. porque violan el artículo 40. 

constitucional. restringiendo la libertad de indus­

tria; asimismo el referido Reglamento se encuentra 

viciado de inconstitucional. porque el C. Presidente 

de la Repúbaca. expedidor del mismo. se excedió 

en las facultades otorgadas por dichos preceptos al 

ir más allá de lo que la ley establece; aSImIsmo. se 
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:yio1an los artículos 14 y 16 constitucionales, como 

consecuencia de este exceso de facultades, y los re­

feridos artículos también van contra 10 dispuesto 

por los articulas 50., 60. y 70. de la Constitución, por­

que obligan a los exhibidores a ejecutar un trabajo 

sin su consentimiento y sin la justa retribución. así 

como por introducirse un nuevo criterio para valo .. 

rar la conveniencia o inconveniencia ele las autoriza­

ciones otorgadas, como 10 son el mercado nacional 

de 10 que no habla la ley y, por último, porque exis­

te una manifiesta protección a la industria en estos 

preceptos, que se encuentra prohibida por el artícu­

lo 28 constitucional. 

En cuanto al impuesto predia1, y a los valores 

catastrales como base para el pago del impuesto, se 

sostuvo que. conforme al articulo 30. de la Ley del 

Impuesto Predial. la base del impuesto es el valor 

catastral de la tierra, y, en su caSO de las mejoras 

. y construcciones. Ahora bien. obran en autos las 

notificaciones números 28876 y 38613, de 10. y 22 

de julio de 1952, respectivamente, en las que, co­

mo "modificaciones al empadronamiento" y por con­

cepto de "Cambio de base", se señala como valor 

total del predio propiedad de los quejosos, la suma 

de $78,140.00 correspondiendo $34,469.00 al valor 

del terreno y $43,668.00 a las construcciones. De 

aquí que, habiendo ya determinado la autoridad fis-
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cal que tales bases sirvieron como "modificaciones 

al empadronamiento", y siendo estas modificaciones 

posteriores a la Ley de! Impuesto Predial, que se­

ñala en su artículo 30. que la base de! impuesto es 

el valor catastral de la tierra y el de las mejoras y 

construcciones y que se causará sobre e! 50% de 

dicho valor, es incuestionable que, en el caso, el im­

púesto relativo debe causarse sobre la base del em­

padronamiento aludido, mas no sobre la de! monto 

de las rentas percibidas por concepto de arrenda-

mIentas. 

Por lo que toca a las pensiones a ex-Diputados 

Constituyentes, de acuerdo con e! artículo 20. del 

decreto de 22 de enero de 1952, se resolvió soste­

niendo que, aun cuando el decreto de 2 de febrero 

de 1939 que instituyó tal pensión no expresa que 

tenga el carácter de extraordinaria y compatible con 

otras percepciones, tal punto quedó plenamente es­

clarecido por e! decreto de 22 de enero de 1952, cu-. 

yo artÍculo 20. concretamente dispone que la pen­

sión de los Constituyentes de 1917 es extraordina­

ria y com pa tibie con cualquiera otra derivada de 

servicios civiles y militares, lo que quiere decir que 

este precepto vino a dilucidar la naturaleza de la 

recompensa otorgada por el Estado a 105 Constitu­

yentes, no pudiendo entenderse, desde el momen­

to que la pensión había sido instÍtuída por ley ante-
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nor y que la reforma sólo aumentaba su cuantía. 

que únicamente podía aplicarse tal precepto a pen­

siones futuras, sino que abarca por su carácter in" 

terpreta tivo. todas las pensiones concedidas ya o 

que se concedieren en lo sucesivo a los Constitu­

yentes de 1917. sin que esto implique retroactividad 

de la ley. contraria al artículo 14 de la Constitución. 

porque la citada disposición. en lo que se refiere al 

carácter de la recompensa, es interpretativa d.e la 

ley que la instituyó y tiende evidentemente a signi­

ficar la gratitud nacional para los autores del Có­

digo Supremo que rige a la Nación. de manera que 

su naturaleza es singular y extraordinaria. fuera de 

los principios y reglas generales de las jubilaciones. 

Por lo que respecta a las disposiciones violata­

rias de garantías. en asuntos agrarios, se sostuvo 

que. negando el Departamento Agrario haberla or­

denado y'probado. al mismo tiempo. que se ha ini­

ciado el procedimiento respectivo tendiente a rea­

lizar una depuración censal. ya que los quejosos 

poseen y cultivan las parcelas que abandonaron los 

titulares. de tal manera. las órdenes dictadas por 

las otras responsables. fuera del procedimiento se­

ñalado. resultan violatorias de los artículos 14 y 16 

constitucionales. y por ello. al ser operantes los 

agravios propuestos. procede revocar la denegación 

del amparo. 
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Otras numerosas tesis fueron debatidas y apro­

badas por la Segunda Sala, y de ellas hago especial 

mención en el anexo al presente informe. 

Sólo me resta manifestar que los demás señores 

Ministros integrantes de la Sala, así como el cuer­

po de empleados a disposición de la misma, traba­

jaron con todo empeño, poniendo en el desarrollo 

de sus labores un tesón digno de encomio. 

La Sala despachó un total de 1,519 asuntos. 

México, D. F. lo. de diciembre de 1953. 

El Presidente de la Segunda Sala. 

LIC. ALFO~SO FRANCISCO RA~IIREZ. 
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En materia administrativa los datos estadísticos acu­
saron un rezago hasta el 30 de noviembre de 1952, de 3,704 
2s11ntos. 

Exi.:-.ttnria anterior 

Entre el lo. de diciemhre de 19·j2 y el 30 
de no~jembre del presente año, la Sala recibió 
1.601 expdientes de estos órdenes: 

Amparos en revisión. " .. , ... . .. 
Cümpetencias fntre .Jueces de Distrito . 
Excus.as de ~Iagi.strados de Circuito . . .. 
Incidentes de acumulación de autos .. 
lneillentes de inejeeución de sentencias .. . 
Quejas ..... , .... , .... '" .,. '" .. . 
Reclamaciones en amparos en revisión . . . 
Reelamaeión en revisión fiscal ... ... .,. . 
Revi~iones fiscales ." ... ... ... . .. 
Trámites en amparos en rensión ......... . 
Trámite en queja ........ , ......•....• 
Trámites en revisiones fiscales ... , .... , .. 
Yari"" ... .., ... ... ... ... ... . .. 

TOTAL: .. , ... 

En el mismo lapso, esto es, entre ello. 
de diciembre de 1%2 y el 30 de noviembre del 
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1,26.3 
4 

20 
4 
1 

29 
12 

1 
254 

7 
1 
2 
3 

1,601 1,601 
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En el 'mismo lapso, esto es, entre ello. de Diciembre d. 
1952 hasta la presente fecha se fallaron 16&i negocios que 
.se enumeran en seguida: 

Directos ... 
Revisiones '" '" ... . .. 
Reclamaciones en directos o •• 

Desistimiento en directos 
Quejas .. , .......... '" 
Excusas '" ... .. .. .. .. 
Competencias ... ... ... . . . ... ... . 
Indultos ... ... ... ... ... . ... . .. 
Incidentes Inejecueión de sentencia ... . 
Controyersias " ... ... ... ... .., .. . 

TOTAL ... 

1577 
1 
1 
2 

18 
71 

9 
3 
1 
3 

1686 1686 

En eonsecuencia la Sala cerró su ejercicio de 1953, con 
un rezago de 2839 negocios penales, puesto que falló 205 
asuntos más que los que entraron en el transcurso del año. 

Además se dietaron 1372 acuerdos de Presidente, 62 
acuerdos de Sala, 311 Oficios y 49 telegramas. 

~réxico, D. F., a 30 de noviembre de 1953. 

EL SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SALA. 

Lic. Luis E. Macgregor. 
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Informe sobre el movimiento de negocios habidos en la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción, del 10. de Diciembre de 1952 al 30 de Xoviembre de 
1953. 

El Secret",io de Acuerdos de la Sala, informó con los 
siguientes asuntos: 

Reclamaciones en directos 

Quejas .............. . 
Excusas' ................ , .... '" .. . 
Competencias .... ... ... ... . . .... .. .. . 
Indultos .......................... . 

Incidentes inejecución 
Controversias .,. 

• TOTAL 

de sentencia .. , .... 

'" ......... . 

.. , , ... , .... 

1 
18 
71 

.9 
3 

1 
3 

106 106 

Dieron cuenta los Secretarios de Estudio adscritos .. 

los C. C. Ministros, con los siguientes asuntos: 

Directos ..... , ..... ' 
Desistimiento en directos 

.... ... 

Revisiones .. ... ... ... .., ... ..' .,. . 

TOTAL DE ASUNTOS DESPACHADOS. 
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SECRETARIA DE LA SEGUXDA SALA. 

El Secretario de Acuerdos de la Sala iniormó con los 
siguientes asuntos: 

.. .\mparos en revisión ... ... ... '" ... ... ... 6 
Competencias entre Jueces de Distrito ... ... .... 24 
Excusas de 3Iagistrados de Circuito '" ... 23 
Incídentes de acumulación de autos: '" ... 3 
Íneidente de inejeeueión de sentencia . . . .. .. 1 
Quejas ...... '" '" ... ... ... ... ... .... 113 
Reelamaeiones en amparos directos ... 2 
Reelamaeiones en amparos en revisión . . 15 
ReclamaeÍones en quejas ... ... '" .. , 8 
Reclamaciones en incidentes de suspensión 2 
ReeIalllaeiones en revisiones fiscales ... ... ... 10 
Trámites en amparos en revisión... ... ... ... 6 
Trámite en ineidente de acumulación de autos. .. 1 
Trámites en quejas ... ... .., .. . ... 
Trámites en revisiones fiscales 
'anos ...... '" ........ . 

TOTAL 

Dieron cuenta los Secretarios de Estudio y Cuenta 
eritos a los CC. '~Iinistros, con los siguientes a.<;untos: 
Amparos en revisión '" ... . .. ... ... . .. 
Revisiones fiscales ... ... ... ... ... ... ... . 

TOTAL 

-14-

4 
9 
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230 

1,111 
178 

1,289 



La Secretaria de la Sf'g-un!la Saja uesp.u-}j¡): 
Acuerdos de Presidencia ... ... ... . .. 
Acuerdos ue Sala 

TOT.\L. . 

2.WIZ 
~H 

Oficios girados por la Sala ... ... ... ... ..... ~f;() 

lIéxieo, D. F., a ]0. de diciembre ue ]4J:):3. 

El SrÍo. ue .Aeuf'rdos de la Segunda SaJ¿L 

LIC . .u'GEL S.\L.\Z.\TI AIW1X.\ . 

• 
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TESIS DE LA SEGm·lDA SALA. 

1953. 





C.\DrClDAD. 

Rp("c.:so.-; o nH,'ac·ioll€'S de la Suprema Cnrte. íXO se excluyen 
{In el tómputo de los términos de ("'H]u{·idad. 

Entre los (lía~ inhiibiIrs que se excluyen en el CI)mpU4 

to de los términos de taducidCld. no ~"ie ineIuren lo:s rece­
sos LIt' dil"iellJure y nH'lyo! puesto fine nu están tOlllprenui­
dos f'1l IIJ's Hl'tíc,tIlos ~8 y :!6 de la Ley d(> ~\lBpal'ü y {lUe 
toufol'lIle al nrtíc-lllo So. de la Ley ürg(miea del Poder 
~Tuditial de la Fedet'i.H'i6n en h)s men{"ionado~ reepso,s que­
da una conllsi6n de )linistro;s y empleados panl pro\'eer 
los ü;Ímitrs ur¡:t€'utes. despaehar ]·P,:.;ollldones (le notoria 
urgeJlC"ia y (lid ... [' órdenes o llH,didas prodsionalps tam­

l¡ién m".!!l'ntr:-o. de ll?-anera que las Oficinas de la ~uprema. 
eort!? p..,t¡ín expeditas, siempre durante los l"NoeSOS para 
rec-ihil" rualqllil'r promodón que se hiei(-'ra a fin de inte­
rrumpir- la cadu(Oidad, presentación que debidamente acre­
ditada P."¡ hastante para la interrupdóll aludida ya que ni 
r} :¡rtíeu!o 7-l fracción Y, ni el artículo ;)0'1 traru;ítoriv de 
la Ley de _-\.mparo exigen que ~e tlif'te uu aeuerdo en tales 
p.'ierit<M l)ara que ft partir de ese acuerdo empiece a co­
rrer el término de la caducidad.--..,Juieio df' amparu promo­
vido pOI' .\uto-Tl'ansj}ol'tes Tuxj}an Barra .\Inmo (Flecha 
RojaL S. C_. contra aetos de-! -Secretario de Cuunmiea('io­
n"" y Ohras Púhlicas y otras.-Toea :l8S0-!l:i2-2a.-FaUado 
d 29 de julio de 193:3.-Sobreseyendo.-Por unanimidad de 
("im~o '·otos. 
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CADUCIDAD POR FALTA DE PROlIOCIOX DE LA 
PARTE QUE.JOSA, ESTAXDO REC'LA)fj,DO 

UX REGLA:'.IEXTO . 

.. I\pal'eeientlo de antos que la parte quejosa t.1e-jó trans­
currir más de ISO ,días consecutivos sin haeer promoción 
alguna y qne en el euso el acto reclamado procede de au­
toridades adluillistrativas y no se encuentra comhatida. la. 
eorisfituciolluIitlad de ninguna Ley, I)UeS aunque se recla­
ma el Reglamento sobre Expendios de Pulques expedido 
por el ciudadano Presidente de la República, dicho or,le· 
namiento legal no puede equipararse a una Ley, en virtud 
de 'que no emana del -Poder Legislativo ni tampoco fué ex­
pedido por el· Ejeeutiyo Federal en uso de facultades ex· 
traordinarias que se le hubieran concedido para legislar 
en la materia. procede la aplicación de la sanción de que 
habla el artículo 74 fracción V <le la Ley de Amparo.~Jui. 
cio de amparo promovido por Franei.-;;é'o )Ioreno Díaz con­
tra actos de los ce. Presidente de la República y otras.­
Toca :!6.;9·9.)l·la.-Fallado ello. de ocluhre de 1953.-80-
breseyelldo por falta. de promoción de la parte quejosa.­
Por u1l3nilllidau de cuatro votos, en ausenc-ia del Sr. '3Hro . 
. Alfonso Francisco RamÍrez .. 

Cü)IPETEXCIA DE LA SEGl",,"IH SAL.\ DE LA 
SUPRK\L\ CORTE. 

En la l'evisióu, eOlleurriendo actos auruinistrativos y aet-os 
de orden penal. 

Siendo competente, por la naturaleza de los primeros, 
la Sala lll.ellcionada y por la m.i.sma razón, respecto a los 
segl:ludos, el .Tribunal Colegiado de Circuito, sin que pue· 
da dividirse ]a continencia de la causa, el simple heeho de 
que, rpspeeto a los segunuos na se haya interpuesto el re-
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curso Uf' revisión, es suficiente para estÍlllnr qUí' no se­
rompe la unidad rNJuerida porque la Sala de referencia· 
aumit.a su competencia, ya qtH\ romo queda dicho, los ac~ 
tos respeC"tivos~ únicos que son materia ue la l"evisión. SOIL 

estrictamente administrativos y ejeenta.1os por una antnri­
dall feuel'aI.-~Juiei;J de ampíll'O prollloviJú por .\ntonio 
y JeslÍ-< Yillalpando .lIontoya, contra aetos del Dele~a(lo 
del Departamellto .-\grario en Agnascalientes y otra.-F<1-
lIaclo el ;) de a~ostQ de J933.-Amparando.-Por unanimi·. 
dad ¡le eineo votos. 

COXSTITlTIOX • .\:LlD.\D DE LA LEY DE LA 
IXDt:STRJA CIXE.lIATOGRAFlCA. 

En el caso a estuuio no procede el sQhreseimÍento res­
perto de la Ley J.~ la Industria Cinematl'ográiiea ue 20 de 
dieiembre de 1949 porque de ninguno de su .... preeeptos apa­
rece que tenga un principio de ejecución, es decir, que sea 
autoaplicath-a, por lo que los artículos impugnados en el 
amparo del Reglamento de dieha Ley pllhlieado el 6 .. ]e. 

agosto de 1951~ sí son autoaplicativos, es .lec·ir, encierran 
un principio de ejecución por su sola expedic-¡,Sn; en ta]e:-j. 
contÜeiolles la demanda se encuentra interpuesta en el tfr­
mino que marca el artículo 2~, fracción' J. de la Ley de Am 
paro, además de que el estuuiG de cada uno de esos pre­
cepto.o;. aparece el elemento perjuicio para 100S quejosos, 
así eomo .]a afectación jurídica ue los lulsmos.- .Juitio de· 
amparo promovido por Cine Roxy y CoagraviaJos, eontra 
aetos del II. Congreso de la t:nióu y otl'a~.-Toen 301·9;;2-
2a.-FaJlado el :1 de agosto de 19:J3.-Negando.-PQr mayo· 
ría' de tres votos contra el ,"oto del señor llinistro ~Jo.,é-· 

Rivera Pé-rez ('ampo~.-.At~nte el señor :llilüstro Franeo. 
Carreño. 
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SEGI:XDA SALA. 

l.¡J misma tesL."i, t'n igual f('('ha que la anterior y por 
1ml~'(lría lh' trf.'oS ,"ntus. contra rl ,,'oto del señor :lIinigtro Mi. 
Yf>ra P .... r·rz ('ampos Sl' si~ui6 ('n pI Toca :í03-9.32·1a.--Jo..,é 
I .. ni .... F('rn{¡lIdez y emlgl'3Yiados. 

COOPEIl.\("JO~ pon COXCEI'TO DE RECO~S· 
'rHlTl'IO~ DE 1'.\\'DlE:"iTOi> . 

• \¡·tíeulos 31 •. 3~U ~. rrlnth'os ,le la Ley de Hacienda 
,lel Distrito Federal. 

E.o, ilHh"lable <tue los artit·ulo. drl -l17 al 4~O de la Ley 
.1e Jlal"irlHla del Departamento del Di~trito Fedf>ral sr re­
firrf'll él los impuf'StooS de eoop('I'atit1fi a ('ar~o <1(' los par­

tieul¡lres por eonslrucOcit1n de payimrntiJs Pn {·l raso dE' que 
t-.",tt\'" no f'xi:--tan. y dI;' l'eéonslrncción en los cas,o:,; dI:' quP 
a 1""S;1I" (]p f}llP rxistell. se rlwurntl'en fon condieionrs que 
ha¡wn difíl"il (} impol .. ~ihle el tráll$ito de peatone-;; y yehíeu­
lns ... Ahora hien. el predio de hi qurjo..-;a no :o:e encontra­
ha C'n ninguna dE' ('sns dos situa(·iones, pues está acrptad._). 
por la .. partf"S que en l:1s ralles de que se trata. esquina de 
L~lpt~7. ron .... \rtíeulo ]23 de e.sta Capital. e~i.stía pa,-imento 
JIU('\·U de t:OIlC'l'eto. en perfectas (·ondi{·iones, ~- que fu;; 

tll\"trllídll illÍl'neioll:11mente por b autoridad para rjeen­
tar flhl"<ls dr din>rs:l índole. ('omo drenaje. atarjeas. alba­
liales. t·te ..... )- pOI' {·onsigniente. si el pa,,-imento e~ístrntf> 
fu~ lleo"lturído pOI"' I'Hz6n distinta. :\ la neeE'sidad de que 
{'xi~tjpra () de re('onstruido~ no har moti\""o legal para que 
,(l. la parte aetorn se le cobren impue5tos de cooperación 
por tooneepto de I'pponstru('eión. En efecto, lo..'i -<lrtíeulos del 
417 al 4~O de la Ley de IIacienda del Distrito Federal de· 
1,en interpretar:-e en el ~entido de que la reconstrucción 
rle l'aYimcntos ocasione e-l pago de derechos de cOQpera-
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dón. ~¡)lo ('u<ulIio e!' por si mi~l1Ia la ohra f>mpreu,lid<t. 'i nI) 
cuando no :o!ienrlo l1N'("saria de por sí. resulta eon.~('l'uencia 

drriva(la de otra obra de ('<lriÍct('r público, como sucede 

en el prrsentf easo.-Hevi. .. .¡j6n Fiscal intt'rrHl-€'sta por la 

Proeuradlll'Ía Fisr,tl del Di.'dr·ito Federal, en el jUÍ(·io de 
llU1idad l~tG-::a, promovido por Elvira lI('dína de Guzmán 
('ont1'a la Te .... ol'ería <lel Distrito Feflernl y otras.- TO<.'a 
:!91-Do2-A.-FalIado el 9 ,le octubre ,le 19.N.--Confirman­
,1,) la :-('ntencia r{'eurrida y deeJanmdo la llulidad de la re~ 
solueU'/ll impugllat1<l.-l'or unardmidud de tuutro ,"oto."I, en 
au .... (·n·eia del .8eñol' )linÍ..stro ... \Ifonso Fr.mcb;eo Rarnírez. 

DIPCESTO ~OnRE I,A REXT.\ . 

Rrd .... iún 10~·; .-Su deducción. 

Sf> dehe te\~O(;ilr la sentencia que nf'g() la deducción que 
po!" el ]O~f l-jobre reinversioIlt>:s lID fué aceptada por las au­
toridadl".s en Jos ejt"reirios C'orrespondirnte."i tIc l!)!:! a 194,:), 
]KJrqur (>11 el taso reg-ía el artíeulo 67 hi.'i del Reglamento 
tic ]a l.ey del IlIIpue~to sobre la Rf:'lIta vigente en esos año;., 
J. que llO C'stahlecía nin~"Ím requi:o;ito en lo particular, sino 
ínli('Cllll€'ute ufl"Ía que el 10';'é de rein\'ersioues podrían de­
tluc-ir . ..¡e. bien ~ea en la sociedad de donde los heneficio-s 
proc-edell .• ) en otro cualquiera. :. la sentencia no tom6 co­
lUí) 1J,1s(, r:-;te :.1l'tíeuIo sino el 67 ref"rmado puhlicado pI 
:?..j. de dieielllhre de 1!J4!l fIue ya seiialaha las condiciones 

para 4Jue {upra al'eptada esta rleduCti6n~ tales como (lUe di~ 
(']1<1,:,; .tein,"ersionP':'i. ~ean at·ord'Hlas por ]a Asamblea Gene­
ral de _\eeioni..,tas o !-le entupntrru contabilizadas. porque 
uplí("ar esta reforma. ~ería darle ef-edos retroactivos {'n 
perjuicio de la sociedad quejo.;;a.- Hevisión Fiscal inter­
pue,!a ]lor la Secretaría. de Ilaei~nda y Crédito l'ílhIico y 
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por el quejoso., en el juici(} de nulidad 4273-.j,S promo.vía" 
Po.r Producto.S <1 .. llaíz, S. A .. en co.ntra del Departamento 
'féf'nieo Calificador uel Departamento del Ill1pue~to sobre· 
la Renta de la Secretaría de lIaciel"la y Cré,lito Público. 
y Dtra.-Toca }4·952-A.-Fallatla el 25 de marz,) Je 19;),1. 
-Mcdificando la. sentencia recurrida. y nulificando las re­
soluciones impngnadas.-POl' unanimidad de cnatro votos .. 
en ausencia del .sei"ior )Iillistl'o Xicéforo Gut'l'l'ero. 

DIPGESTO SOTIRE :EIL PETROLEO y ses 
DERl\~ADOS. 

Recursos con lllOtivo de su aplicación. 

En el Ipresente negocio no debe estudiarse-. en l'igor-~ 
si el impuesto sobre petróleo y sus deri\ados es o no de 
naturaleza aduana], y si proceden~ en conseeueuc'ia, los re .. 
curso..'i de inconformidad que se interpongan ron apoyo ?u 

el artículo. 434 de la ·Ley Aduana!. Si la Dirección de 'Adua­
nas; ál1te la que se ,hizo valer la defe-nsa, o la Direeción .le 
ImplU"Sto.s Interiores. que contestó la inconformidad. hu~ 
hieran desechado- é-sta de plano, el prohlema sería diferen­
te; pero si~ como es indiscutible, la negociación quejo.'a­
interpusn el rpCUI"SO que señala el ,mencionado artículo -l:3-l, 
y la" Dirección de Impuestos Interiores. en -vez de recha­
zarla, practica Un estudio y dieta Una resolución que l1a­
ee del conocimiento de la in teresa u a ffiédiante oficio de 3 
de noviem'bre dí" 1930, en el cual sostiene que la ...-lduana 
de Santa Rosalía obró legalmente y no hizo sino cumplir" 
<:Dn .,.¡ artículo 11 de la Ley del ImpnestD sobre Productos 
del Petróleo. y sus n..ri\'adDs, ya .que la aplicación de ps. 
artículo es por el consumo. de tales productos en el inte­
rior del paí-s, y no ;por la .importancia de los mismos, en-­
tonee" .. evidente que, para lo.S efeetDs del término. eu el 
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JUK'lO fi~l, el .acto que debe tenerse como definitivo es. 
]a resolueÍón contenida en el citado oficio y ya que el pro· 
","ooimiento no tenninó' eon la resolución ,que ordenó el ro· 
bro a la quejosa, sino que continu6 hasta dictar la nueya 
resolución, en la que pml0 la autoridad -modificar su cri .. 
1.erio. En consecuencia, el término de 1::> días para la pr-n .. 
moción. del juicio ante el Tribunal Fiscal no dehe COll1PU" 

tar-se como lo 'hizo la Sala responr.;aUle, sino desd(> que se 
notificó a la agra,-iada la resolución ae que se trata, ('(¡IDO" 

10 estima -el Juez.----Juicio de Alll!parO prornoviuo por Bo­
leo-Estudios e Inversiollffl) )[inC1'3S, S. .A-., contra acto~ 

Je la Cuarta Sala del Tribunal Fiscal de la Federación y 
fltras.-Toea 196.J.-9W-la.-FaJlado el 8 de abril de 19~,3.­

.AmparandO.---.,Por unanimidad de éuatro votos, en ilUSf'I1C·ia 
dd señor ::\Iínis.tro ~\1fonso Francisco Bamírez.,' 

DIPFESTO DEL S~{ SOBREl DIVIDE)."J)OS. 

Similitud ue situaciones. 

entre H.:\geneia n y HRE'pre-sentaeitln" para f'l efecto <leJ 
~obro u(' dicho Impuesto a las- sneif'llade's t~xtl'aD.iera~ 

, 11ue operan f'U el paÍ~. 

Ampliando el criterio sustentado en el Toca 341-51-.·1.­
"Laboratorios Panamericanos n. 8. A.. y otros -(..1('umllia·~ 
dos), Si" sostiene: Siendo indudable qUP' jnrídit'ame-nte. los 
eonceptos ó' Age-neia o Sucursal" y • 'rE"pl'es€ntación t,· son 
disímholos. pues intrín.~·amente, por decirlo así. en rela~ 
eión con la ,persona física o moral tIfO quien se deprude '0 

a quien se representa, P11 \1110 11 otro ea.sos~ el <j agf"nte" y 

el "represelltante n guardan situaciones· diversa.~, ello no 
quiere (keil' .que esa aiVt"rgencia eOllSt"n'e la misma situa­
~i9-n en relación con los tercel'OS t"xtl'año.s a ellas y menos. 
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atín en llcis que re;rula el cleree}lO tributa.rio, en virtud de 
tIlle, res'llt"'C'Ío a est(' segundo aspeeÜ,. del pr~blema, tanto 
la "(lg(>lH~ia n ('omo f'l ¡ 'rrpregentante" prolongan la per~ 

sonalida,l de J" fuente de donde proceden y les da úda ju. 
t'idiea. ,:ni <Jue la l)l'inH'ra no es más {IUe Ulla "dependf'.n-

. (-ia .,~ y de igual manera. el segundo, es decir, ('} nreprf:'" 

sentant!:' o,, es un simple mandatario qlu', careciendo de per­

sonaEclad propia, obl'a pOl' cuenta del mandante a quien 
obliga en sus aeto,s, .sah~o (·ualldo se exceda en su poder, lo 
t'ual lp-lf'fla darallJE'nte dl'finido en PI artÍelllo 2.3.),) del Có­

digo Ci\"il. En tales condiciones, en los términos de lo.~ 

artículos lo. ~- 1.') fraeción IX his de la Ley del Impursto 
sobno la Renta. la qup,josa. r~pres{"ntante de la •• Lult. Tan~ 
gee Export COI'!j). n, f)ueda obligada a prt'sentar deelara~ 
eiolH>,s del eitado impuesto y a pagar el importe eorres~ 
pondiente url tribut01 tanto más cuanto que, dicha obliga· 
tión queda también definida por los artículos 20 y 21 del 
Códigoo Fiscal. Por todo ello, son iMdmisibles las violacio· 
Iles -que se haeen valer y entre ellas" en especial, la del ar· 
tíClIlo 11 del Código dtado, puesto <lue fu~ debidamente 
aplicada la fracción IX bis del artículo 1;; de la L<,y pri· 
meramentp menC'Íonada.-JlÚcio de amparo .promovido por 
"Laboratorios PaIlallleritanos~·, .s. A., eontl'a aetos de la 
Tercera Sala tlel T'r-ibnnal Fiscal de la Federación y otras. 
'foca 763-9.'3·Ia.-Fal]¡"lo ..J 17 de agooto de 1933.-Na. 
gá.ndo.-Por unanimidad de tinco votos. 

nLPUE8T08 CALIFICABúE!S y I,IQUID.\CIOXBS. 

:.1unque si bien es cierto que eonforme a los artíeulüS 

34 bis de la Ley del Impnei'to sobre la Renta " lOS de su 
Reglamento, vigentes en la época en que se produjo la re­
solución implignada, la Dirección del Impuesto sobre ¡,¡ 
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Renta Sll]n el'a C'ompeteJlte para resolver Jas incouformida. 
~les tic los causantf>s conír'u las l't'solneiones de las autori. 
(ja<1e .• fi.,rales eu las que .e les califique o se les clasifi­
que en su ta...;o j debe, sin embargo, tpnel'se en cuenta, por 
otra parí.:', <IW' el acto de la autoritlad fiscal competente 
(en el caso, -la Tercera Delegaeión Califieauora Fi .. cal) 
por el que aprobó la liquidación <lel Impuesto sobre la Rell­
la "11 Cédula II por el año de 1949 y a cargo de la quejosa, 
no es, propiamente llablamlo, una calificación, sino una me­
ra liquidación del l'eferiJo impuesto. En efecto, el im­
puesto calificable (como sueeue, por ejemplo. en Cédula I) 
es determinauo por ]a autoridad 'hacendaria, e~clu . .',.ivamen­
te~ teniendo en {"nenta la utilidad obtenilla pür el causan­
te y J.e la -eual l'est-a las deducciones y agrega los aum€'ll· 

. tos .que s~ñalan lá ley ue la materia y su reglamento; ~.on 
]0 que:'\e llega a obtener lo que en la técuica fiscal se deno· 
mina -con el nombre de' 'utilidad fig..;a] contable 7t

, que ~B, 
en suma. el re~ult~do fjn~1 de la ~alificación de la auto­
ridad y la que sirve de base para establecer el gravamen 
J'€':'q)e~ti.yo, En -cambio, ('uando se trata de un iml)~esto 
no ealifieable, es el propio causante fluirn lo señala de 
acuerdo eon la "utilidad contable" obtenida conforme a S~,'i 
Libros de Contabilidad, como sucede en el de eMula n, 
en dOIlf~e el causante determina en sus propias Hlaniff's­
facioues, co.q.forme a los artículos 15, fracción IX bi3 de 
la Le." del Im'puesto sobre la Renta y 67 bis de su Regla­
mento. tanto la utilidad fin.al graYahl~, como el impne¡üc) 
que debe pagar, el enal e'ubre en el acto mismo dE' .sU ma­
nifestaci611; nO siendo la autoridad fiseal sino mera revi­
sora de tal líquidac-i6n del impuesto, f"ompl'ohanLlo la e.xac~ 

1itnu el!' la utilidad ('ontablp seiialada y n>rific-anuo ]a.-; 
dedul"l"iollPS qtH" al rfS}wc-to s('üa~a la !p.y, como :son~ en 
f'sta Cédula. pI qnantlllll de la. l'esen'a I€'-g-al y lo pagado 
pÜl" iu).pUt\,tu." f'll C.:dllla 1. POl" 10 tonto, las resfJluc-iones 

- 27-



SEGL"XDA. SALA. 

relativas "r Impuesto sobre Di-o:idend()s, no ptl<'.den SfT 

eonsiderada:s -como calificacione.s, sino simplemente como 
liquidaeiones que ~orresponden al ajuste de dicho imp~s­
to por parte de la autor¡dad.-Juicio de Amparo promo,i-, 
do por ~\BtilIeros de Tal1ll]"lico, S. de R. L., contra actos de 
la~jltima Sala del Tribunal Fiseal de la Federación y 
mra.-'TQca 4993-952-1a.---iF'allado el 23 de abril de 1%3. 
-Negando.-Por una,nimidad de cnatro votos, en ausencia 
del señor Ministro José Rivera Pércz Campos. 

IXCIDEXTE DE L\'EJ'ECUCION DE ~lENCrA. 

La Suprema Corte no tiene facnitades para intervenir en 
la ejecución de una sentencia dietada por la Segunda 

SaIa en una Re,isión Fiscal. 

Xo pueden equipararse el reClU'SO de revisión fiscal con, 
el juicio -eXtraordinario ~- constitucional,(le amparo' de ga­
rantías, ya que sólo fué por -é'e(}nmnla procesal que el 1(>­
gislad6r ·remitiera a las disposiciones relativas de la Uy 
de .Amparo para la tramitación de -la revisión fiscal, por lo 
que no son aplicahles a la ejecuc-ión" de las sentencias dic­
tadas pDr la Segtmda Sala de la Suprema Corte en las re­
visiones fiscales, los artículos H¡;; y 106 de la L.,)- de Am­

"paro que se contra.en a la "-ejecución de las sentencias de 
amparo, -con mayor razón -cuanto .que el artículo 10., se­
gundo párrafo de los Decretos de yeintinueve de dieiem­
hre de mil novecientos euarf'nta y ooho y treinta de di­
<:iembre de mil novecientos cin-cuent.a, establee e t'xpresa­
mente que no son equiparafrles el juicio de amparo y el 
recurso de revisión fiscal que reglamenta dicho preceptor 
por lo que el incidente de ¡nejecución respectiyo es impro­
cedente.-Incidente de inejecución de sentencia 17-953-..\., 
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llI'opuesto por Jorge V ('fa EstañoI, en rela·cidl1 C(tn la Re­
\;sióu Fi~-;eal número 209·932, relatiya al juie io de nulidad 
nínnero 3866-931, st'g'uido por el InlliJU,Q proInov-ente _con­
tra la Tesorería dd Distrito Fffieral y otra.-Fallado el 
21 de septiembre de 1953.-Se declara. improcede';'te el inci· 
'dente de inejecnción de sentencia a. que este expedieme se 
contrae: por consecuencia, se desecha. dicho incidente, que· 
dando expeditos los derechos y acciones que a. la. parte 

. promovente competan, y que pueda. hacer valer en via que 
corresponda., en el caso, de que la. autoridad administrnti. 
'V'a se niegue a. cumplir la. sentencia de que se trata.- Por 
lUlanimidad de cuatro votos, en atlS~~cia del señor Minls­
lro .\lfollso F'i-aneiseo Ra1llÍrez. 

IxcmrPETESClA. DE LASEGUl\mA SALA PARA 
COSOCER DE U.'\;A1 COX'I'ROVEJRSIA .JüRIS· 

DICCIOXAL, EX V1R'mID DE LA MATR· 
RIA ClTIL DElL .HIPARO RESPF.cTlVO. 

• 
'Como de la relaeión de actos redamados se infiere con 

toda claridad que Se trata de un am'paro de Índole 'civil, 
tod~ vez-que se ,impugna como inconstitucionaIidad una ley 
-de e .. "e eal'áeter~ la de Instituciones de Crédito y Organiza~ 

'dones Au.xiliare~, que regula materia mercantil, gpnériea~ 
·ment~ de carácter civi.l y sólo t'xcepcionalme-nte en algu~ 

.nos aspectos, materia administrativa; y su aplicación con~ 
ereta en perjuieÍo del quejo."io en un ,juicio ejeeutiYo me-r~ 
-eautU que se siguió ante uno de los Jueces de Distrito en 
lIfateria Civil del Di~trito Federal y en segtmd" Instancia 
.ante t'l Tribunal t"nitario del Primer Circuito; y como aún 
(,llando tamhién se señalan como autoridades respoI1S3ble • 
.a ·,·arias de carácter administrativo, o sean el Presidente 
<le la República Ji los Secretarios d; Hacienda y Crédito 
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púJ;.li{"o y de Gohí'fllaei6n, tal fin:unstane.ia no puede Ut'­
tf'l"millar la naturaleza :ttJmini."tl'ativa ur la (·ontI'oversia .. 

sa que .se limitaron a promulgar y l'efrentlal' tll(··110 OrJe­
!l~miento; (".'o; eriurntr que ]a competente para C"Ollo('f'"l' dt~l 

·as~:lDto es la 'Tercera Sala de este- .Alto TribuIIal, t'U ln~ tpr­

minos drl artículo 26, i".-H'eí6n V, de la I.e)'~ Or~áni("a del 
Pud~r Judicial de la Federación.--Competencia :?:3'·93:?·A .• 
sl~.;;eitada entre lO:i .Jue(·es dp Distrito Primero en lIateria 
Civil del Distí-ito Federal y en el Estado de Tlacala ¡>ara 
no eonoeer de una demanda de amparo interpuc:sta por­
Dionisio Jiménez.-Fallada el 24 de enero dc 19.í3.-De­
clarindose incompetente esta Segunda. Sa4 para. con.ocer 
de la. controversia. jurisdiccional & que este expediente se 
Contrae; y órdenándose remitir los autos a la. Tercera Sala. 
de este Alto Tribunal.-Por unanimidad de cinco vutos. 

IXSTITlJCIO~ES DE ASISTEKCL\ PRIYADA. 

1'0 Ileuen pagar por upr~ehos de aguas en e-l IT"strito 
Ft'{leraJ, aún ppr aquellos inmuehle$ que no están direc-' 
tamente destinados a su objeto. Conforme al artículo 3:3:3. 
fracción n, de la L~y d. Haeien<1a del Departament.) del 
Distrito Federal, solamente se exceptúa del pago de- de­
rerhos por servicio de aguas potables a los edifieio.5 de la 
propie{lad de la Beneficencia Pública y de la nenefié~!1eia 
Priv3{la "que .... e hallen ue¡;¡tinados directa o inme-diata­
nll'nt~ a la prestación u(' los servicios qUl' tOn~titllyen ~l 

objeto de su instituto n. Xo (Oonsigna, pues, ¡'sta di~posi­
dón le,!!al. de manera expre-sa (como 1~) rPf¡uierf> pI texto 
actual del artículo 70. de la Lpy de Institneiollp,:;; ll" _\,,:s­
te-neia Pl'in!(la), 'fjUP tales institueiollE'S i)i;lglH'll 1(13 derf'­
( .. hos dt" agna" por los srn"jeio:; fine reciban lo" inm~>blf's 
de- su propiedaL1 que no pstl'.n ,1p'itina,ln.,;; (lit'pcta o i~:1('-
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diatamente a la realización de Su obj~to, ya que sólo de. 
manera indirecta, a contrario sensll, podría llegarse a la 
conclusión de que, en tales CM"OS, deben pagarse aquellos 
derechos; lo ,que no es suficieníE', para aplicar en la es­
pecie el referido artículo 533 de la Ley de Hacienda, dado 
el texto expreso de los actuales términos del artículo 70. 
de la Ley de Instituciones de Asistencia Privada.- R€\i­
sión Fiscal interpuesta por la Procuraduría Fiscal del Dis· 
trito Federal en el juicio de nulidad promo,ido por la 
c\..sociación 1Iexicana <le la Cruz Roja, Institución de Be­
neficencia Pl'h'ada, contra la Tesorería del Distrito Fede­
ral y otras.-Toca 147-~~3-A.- Fallada el 23 de septiem­
bre de 1953.-Confirmando la sentencia recurrida. y decla­
rando la nulidad de la rflsoIueión impugna.da..-Por unani­
midad de cuatro votos, en ausencia del Sr. :\ftro. Alfonso 
Francisco Ramírez. 

I~TERES JURIDlOO. 

EXJl<'dición de Patentes AduanaIes. 
Artículos 697 de la Ley Aduana! 

en \igor. 

Por disposición expresa de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público y de acuerdo con la facultad que le otor­
ga el artículo 692 de la Ley Aduanal en vigo", se conside­
ró suficientemente cubiertas las necesidades de cada lu­
gar con las patentes de agentes aduanales que operan en 
las diversas Aduanas del País, declarando terminantemen_ 
te que el número de Jos mismos se limita a aquéllas que 
vienen actuando en la feeha, y no se otorgarán nuevas 
pateutes sino en los CM(}S de vacantes que existieron. Des­
pués de esta estimación, el juzgador llega a la ~oncJusión 
de que procede sobreseer en el juicio por que no se afectan 
los iutereses jurídicos de los quejosos, sino únicameut., SUS 
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der~ehos patrimonillks; pero esta ",timaeión no es lógi. 
ca ni jurídica puesto <lue ind"peudientemente de la afec· 
tación de 105 intereses económieos de Jos quejosos con el 
otorgamiento de una patente aduanal al tercero per,íudi­
cado para 'que opere en el mismo lugar, es indudable que 
sí se afectan los intereses jurídicos de Jos mismos quejo­
SOs con tal otorgamiento, puesto que los acuerdos de limi­
tación de número de patentes han creado derechos a su 
fUTor, derei'nos jurídicos que sou independientes de la le· 
sión que en su patrimonio pudieran snfrir. Es indudable, 
qu~ en el easo sufren agraYÍo los quejosos, agrayio que 
se traduce en un daño <} perjuicio en los dereenos que tie­
neu adquiridos tanto ellos' como los demÚil agentes adua­
nales que operau en la, Repúnlica :.\lexicana, debiendo "n­
teuderse el p€rjuició <¡ue se les ocasiona no en los térmi· 
nos de la Ley Cin1 como la privación de cualquier ganan­
cia lícita que' pudieran "ntener, sino como sinónimo de 
una ofensa hecha á los derechos y a los intereses creados 
en su fa,or por virtud de la misma disposición legal que 
limitó el número de las patentes aduanal.s. En tal virtud, 
hay que connnir en que no tiene aplieaei&n la caUSa de 
imprccedeue1aestableéida en la frac<:Íón Y, del articulo 
'i3 de la Ley de Amparo.--Juicio de amparo promovido 
por· Gilbert" Apodae. Huez y eoagraviado, contra actos 
del C. Secretari" de Hacienda y Crédito Público y "tras, 
Toca 2866-953·23.- Fallado el ~J de ootubre de 1953.­
Amparando.-Por uuanÍlllida,l de cuatro votos, en ausen· 
da del Sr. )rtro. AliollSO Francisco Ramirez. 

LEYES Y pEORETOS. 

Su naturaleza para los efectos de la competencia 
de la SupremA Ci>rte. 

Para que una disposición dictada por el poder públioo 
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tenga el caráeter de ley, se neeesÍta no solamente que sea 
de natural",a general, ahstraeta, imperativa y pel'manen· 
te, sino que, además, emane del órgano ('onstitueíonalm~n" 
te facultado para legislar, ya que en nuestro sistema da 
gobierno Se ha adoptado el régimen de separación de p'" 
deres; se ha otorgado exclusivamente al Poder L;>gislati. 
vo la facultad de legislar; está prohibido delegar esa po­
leMad en otros poderes y enfáticamente está prohibida la 
concesión al Ejeeuti,·(} de facultades extraordinarias para 
l~gÍslarf salvo easos gra·n~·s y eseeptÍo-nal('s señala,Jos ex· 
presamente. En consecuencia, la autoridad formal de una 
disposición es requisito forzoso para que ü'l1ga el carác~ 
ter de léy. Ahora bien, en el easo se trata de un "cuerdo 
que con el titulo de decreto dictó el Ejecutivo local en mQ 

.de las facultades reglamentaria.s que le corresponden y, 
por tanto, 110 es una ley en estricto rigor, por no provenir 
del ¡Púder Legislativo local. No es, pues, competente esta 
Suprema Corte para conocer del presente juicio de ampa­
ro, sino d Tribunal C-olegiado de Circuito que eorresponda, 
conforme a los artículos 85, fracción II, de la 'Ley de Am­
paro y 70. his del Capítulo nI bis de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial Feder21.-Juicio de amparo promovido 1>0r 
Leopoldo Corté.. y .oags. (Acumulados), coutra actos del 
Gobernador del Estado de Puebla y útras.-Toea 5590·948. 
2a.-F.llado e18 de julio de 1953.- Se declaJ:a incompe­
tente esta Segunda &la para conocer. del pre:<ente recurso 
de revisión y ordenando pasen los autos d<>l juicio de am, 
paro al Tribunal Colegiada de Cirenito que oorrersponda., 
para su l't!soJución.-Por .unanimidad de einco votos. 

LEY GE~ERAL DE BIENES NACIOXALES. 

La defensa ordinaria a qUé se contrae el artíeul<> 11 de 
este ordenamiento, fué e;;tablecido respecto de las resolu­
cíones dietadas en lo referente .a los bienes del dO!lÚniG 
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público y no de los del dominio privado. La Ley de refe­
renda General de Bienes Nacionales en VigGT dice en su 
artículo 10. que el patrimonio nacional se compone de bie­
nes de dominio público y bienes de dominio privado de la 
Federación. El 80. del mismo ordenamiento establece, en­
tre otras cosas, que los bienes de la primera categoría son 
inalienables e imprescriptibles y no están sujetos a acción 
reinvindicatoria o de posesión definitiva o interina. El ar­
tículo 90. de la aludida Ley, comprendidG en le CapítulG 
Segundo, que trata de los bienes del dominiG público ex­
clusivamente, señala las facultades del Ejecutivo Federal 
en lo relativo a tales bienes; y el 11 de la propia Ley di­
ce que las resGluciones dictadas en cumplimiento de lo es­
tablecido por el 90. podrán ser reclamadas en los términos 
a que el mis¡no artículo 11 se refiere. Es, pues, evidente 
que la defensa establecida por ,,1 artícnlo 11 fué estable­
eida en relación con disposiciones y resoluciones dictadas 
sobre los bienes del dominio público. Como en el caso no 
se plantea problema alguno con esta cIMe de bienes, es 
también evidente que contra la orden reclamada no proce­
dió la defensa de reclamación 'que, según la sentencia re­
currida, debió agotar el interesado.- Jnicio de amparo 
promovido por Encarnación López J..lendoza, eontra actos 
del Agente General de Agricultura residente en ~Iericali, 
B. C. y otras.-Toca 43S3-9i>2-1a.-Fallado el 16 de enero 
de 1953.-Sobreseyendo y ampa.ra.ndo.- Por unanimidad 
de cinco votos.· 

LEY DEL DlPUESTO SOBRE PRODUCTOS DEL 
PETROLEO Y SUS DERIV ArDOS. 

Artículos 10 y 11 de la. 

El artículo 10 de la Ley del Impuesto sGbre Productos 
del Petróleo y sus Derivados, dispone terminantemente que 
el petróleo y sus Derivados que se consuman en el país, 
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causarán el impuesto conforme a la tarifa que el mismo 
precepto establece. El artículo 11 del mi"no ordenamiento 
previene que el petróleo. y su...~ derivados que se importen 
al pals, -quedan sujetos a los mismos impuesto." a que se 
refiere el artículo anterior y se caU5arán en el mom-ento de 
su importación. :Como se advierte, claramente, la ley apli-

~ cada considera dos situaciones, que cOllsisten, la primera 
en fijar su gravamen por el conSUmO del petróleo y su:; de­
rivados, y la segunda fija un gravamen distinto por con­
cepto de importación de los mismos productos. En el ca· 
so a estudio, se trata del cobro del impuesto por concepto 
de eonsumo, cosa establecida Con elaridad en el referido 
artículo 10 y en estas condiciones, no puede estimarse Co.­
m-o lo pretende la quejosa, que se trate de cobrarle un im­
puesto de importación, sin que pueda decirse que por lo 
establecido en el artículo 11 en relación cen el artículo 419 
de la Ley Aduanal, esté exenta del pago del impuc,to de 
consumo, pues lo establecido en el citada artículo 1I, como 
justamente 10 estableció el sentenciador, no C.3 más que 
una medida práctica adoptada por el N'CO para saber y 
precisar cuál es el impuesto de consumo que debe de pa­
gar el importador del petróleo y sus derivados, tomando 
como base las cantidades de que se traten en el momento 
preciso de la importación; pero sin que ésto signifique 
que el impuesto recaiga sobre esa importación, sino exclu­
sivamente por concepto de consumo.- Juicio de amparo 
promovido por BDleo-Estudio e Inversiones lIineras, S. A., 
contra actos de la Tercera Sala del Tribunal Fiscal de la 
Federación y otras.-Toca 3212-952-2a.-Fallado el 19 de 
agosto de 1953.-Negando.-Por nnanimidad de cuatro vo­
too, en ausencia del señor )Iinistro Carreño. 

PARQUES 'XACIOXALES. 

Las tiemu que se pretenda destinarlas a parques nacio. 
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JJales, requiere que se cumpla cou los requisitos que esta­
blece la Ley Forestal por 1llla. parte, Y por otra. el artículo 
27 Constituciona.I y jurisprudencia. relativa. por cuanto a la 
expropiación previa de los mlsmOS.-En vista de ser ino­
perantes los agravios aducidos por el Secretario de Agri· 
cultura y Ganadería, en atención a que la argumentación 
que en éstos últimos se aduce no resta validez ni legalidad 
a los que apoyan el fallo impugnado, puesto que el Acuer­
do Presidencial contra el que se endereza la demanda cons­
!itucional no respeta las garantí"" del artículo 21 de la 
Ley Fnndamental en materia de indemnizaciones de los te­
rrenos afectados, cuya propiedad y posesión está debida­
mente comprobada en autos, desde el año de 1!153, contra­
riándose indebidamente dicho precepto y la jurispruden­
cia 464 del Apéndice al Tomo XCVII del Semanario Ju· 
dicial de la Federación tanto por cuant" a ese requisito, 
como al de tal existencia de la utilidad pública. Además 
tampoco le acuerdo impugnado ha observado los requisi­
tos exigidos por la Ley Forestal en cuanto a la erección 
de las tierras afectadas en parque nacional.-Jnicio de Am· 
paro promovido por el Ayuntamiento Constitucional de San­
ta Cruz Atizapan, Estado de lIféxico, contra actos MI 
Presidente de la República, y otras.- Toca 4514-952-2a.­
Fallado el 20 de febrero de 1!153.-Ampa.ra.ndo.-Por nna­
nimidad de cineo votoo. 

PEXSION OTORGADA POR DECRETO_ 

Suplencia en la deficiencia 
de la queja. 

Aún cuando el acto del Poder Legislativo consistente 
en otorgar una pensión a los dendos de qnien haya pres­
tado importantes servidos al país, no constituye propia .. 
mente nna ley en su sentido material, sino tan sólo ~n el 
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aspecto formal, de todas maneras es un decreto emanado 
del citado poder y sancionado PQr el Ejecutí"o que debe 
ser obedecido y cuya derogación, modificación o reforma 
no puede efectuarse en los términos del artículo 72 inci­
so i), con.stitucional sino obserrando los mismos trámites 
seguidos para su formación. La suspensiófr del pago de 
una pensión es indudable que viene a dejar sin efectos el 
decreto que la instituyó y que la invocación de otra dis­
posición no emanada del Poder Legislath'o vendría a re­
formar los términos del dtado decreto subordinando su efec­
to a consideraciones de compatibilidad no fijados por el 
propio decreto. No puede decirse qne en el caso el Juez 
haya suplido la deficiencia de la queja, porque si bien es 
cierto que tanto la quejosa COmO el .Juez de DL,trito hayan 
apreciado el referido decreto dándole el carácter de ley, 
así eQmo -que en la demanda de amparo no se invoca la vio­
lación del artículo 72 'constitucional, sin embargo en el 
capítulo de derecho de la demanda se meneÍona que no 
puede privarse de efectos a un decreto del Congreso pre­
tendiendo aplicar una disposición que tiene el carácter de 
meramente reglamentario, aduciéndose a la vez al orden je­
rárquico existente entre los actos del Congreso y los de­
rivados de la facultad reglamentaria del Ejecutivo. Estos 
conceptos fueron acogidos fundamentalmente por el sen­
tenciador quien en rigor no podía desentenderse de elIos 
a pesar de que no se hubiera cnbierto la formalidad de 
citar el referido precepto .constitucional, si en eaml)io las 
razones de fondo habían .sida esgrimidas aun cuando no 
fuera con toda claridad y exactitud.- Juicio de amparo 
promovido por Celia Iglesias, contra actos de la Direc­
ción de Créditos de la Secretaría de llacienda y Crédito 
Público.-Toca 3755-952-1a.- Fallado el 11 de febrero de 
1953.-Amparando.-Por unanimidad de cinco votos. 
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PLACAS PARA AlTTmlOVILES DE 
ALQUILER. 

Servicio Público. 

Siendo el 'transporte de pasajeros en automóviles de al­
quiler sin itinerario y horarios fijos un semcio público, 
los ordenamientos 'legale.s y acuerdo que lo reglamentan 
no son antieonstitucionale-s, toda vez que no se está legis~ 
lando en materia de comercio y de trabajo sino prim6r­
dialmente en el establecimiento de las normas a las cuales 
debe sujetarse la prestación, organización y desenvolri~ 

miento del servicio público de referencia de acuerdo con 
lo establecido por la Ley Orgánica del Departamento del D. 
F. qne fué expedida por el H. Congreso de la Unión, Re­
glamento de Tránsito expedid{) por el C. Presidente de 
la República, y acnerdo limitativo de placas dictado por 
el C. Jefe del Departamento del D. F., haciendo liSO de sns 

. facutlades legales y dentro de las órbitas de sus atribucio­
nes, sin que exista la delegación de atribuciones prohibi. 
das por la Constitnción.--Juicio de amparo promovido por 
Roberto )fartínez A., contra actos del ll. Congreso de la 
Unión, del Presidente de la República y otras.-Toca 6783-
951-1a.-Fallado el S de abril de 1953.- Negando.- Por 
unanimidad de cuatro votos, en ausencia del señor )1inis. 
tro Alfonso Francisco RamÍrez. 

RECURSOS PROCESALES. 

Procedencia del recurso ante la Dirección del Impuesto 
sobre la Renta por lo que toca a las liquidaciones 

del Impuesto. 

El recurso que señalan los artículos 3± bis Y 39 de la 
Ley del Impuesto sobre la 'Renta, fué primeramente esta-
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. hIecido para sólo las "calificaciones" en Cédula l. hacién­
,dolo después extensible COn respecto a los ingresos de los 
causantes comprendidos en la fracción XI del artículo 15 
de la Ley. Por reformas sucesivas de las citadas disposi. 
ciop.es legales, se amplió dicho recurso, primero a las" ela .. 
sificaciones", por reforma de 31 de diciembre de 1949, y, 
después, a las '4liquidaciones" del impuesto, por reforma 
de 31 de diciembre de 1951. La intención del legislador ha 
sido, pues, la de ir ampliando paulatinamente la proceden. 
cia del recurso hasta hacerlo obligatorio, finalmente, para 
'toda elase de resoluciones fiscales en que se califique. ela. 
'sifique o liquide el impuesto sobre la renta.- Juicio de 
· amparo prom.ovido por ,','Tardán Hermanos Sucesores", 
contra actos de la Cuarta Sala del Tribunal Fiscal de l. 
Federación, Dirección del Impuesto sobre la Renta de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y otras.-Toca 
2OS2·953-2a.~Fanado el 9 de octubre de 1953,- Sobrese­
yendo por lIlla parte y negando por otra.-Por unauimidad 
'de cuatro votos, en ausencia del señor f)Iinistro Alfonso 
· Francisco RamÍrez. 

RECURSOS PROCESALES. 

A pesar de que el período de la causacióu del impuesto 
· es anterior a las últimas reformas de los artículos 34 bis 
y 39 de la Ley del Impuesto sabre la Renta, es evidente 
que, de ser procedente el recurso aludido, la quejosa de­
bió haberlo intentado, no obstante que en el período rere· 
rido, aún no estaba prescrito, ya que eS indudable que en 
el caso debe estarse a la fecha de la liquidación impugna. 
da (posterior a las reformas de la ley), por regularse r 
ser procedentes todos los recursos procesales desde el mO' 
mento de su creación legal, a menos que de otra manera 
lo señale la propia ley para ciertos casos de excepción, lo 
que no sucede en la especie.-Juicio de amparo promovi. 
do por" Tardán IIermanos Sucesores ", contra actos de la 
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Cuarta Sala del Tribunal ,Fiscal de la Federación y otras. 
-Toca 208-2953--2a.-'FaIlado el 9 de octubre de 1953.-Ne. 
gando.-iPor unanimidad de cuatro votos, en ausencia del 
señor lIlinistro .Alfonso Francisco Ramírez. 

SENTE1I."'CIA DE .AlIIP ABO. 

Su cumplimiento. 

Caso en que al cumplinumtar tma. ejecutoria. de o.m.paro 
se inCUITe en exceso al determinar la responsable una. enes­
tión de propiedad.-La prntección constitucional se otor­
gó a la parte quejosa contra actos consistentes en la auto­
rización otorgada por las responsables a la parte tercero 
perjudicada sobre una explotación forestal, siendo el fun­
damento de la ejecutoria la violación del artículo 111 del 
Reglamento de la Ley Fnrestal, toda Vez que se ventiló 
ante dichas autoridades responsables, que son administra.­
ti'vas, una euestión que debieron resolver las judiciales, 
supuesto que para nulificar uua parte la concesión que ha­
bían otorgado a la quejosa, hubieron de resolverse cuestio­
nes de propiedad del terren<> materia de la misma, siendo 
notoria la incompeteneia constitucional de las responsables, 
ya que éstas tuvieron por demostrado que dicho predio 
pertenecía al tercer perjudicado y n<> a la N ación; pero de 
la ejecutoria no puede desprenderse que la propiedad de 
las maderas explotadas p<>r el aludido tercero perjudica­
do sean propiedad de la N ación, como indebidamente sOS­
tienen las responsables en su acuerdo por el cual preten­
den cumplir la ejecutoria, incurriendo en el exceso de eje­
cución correspondiente, al resolver a su 'l'"ez una cuestión 
de propiedad que no fué ni puede ser materia del juicio 
de aJ.Iiparo.-Quejas 73 y 82-953-A., formuladas por el Se­
cretario de Agricultura y GauaderÍa por sí y en repre­
sentación del Presidente de la República, contra el Juez 
Primero de Distrito del nistrito Federal en JIateria Ad-
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lnini<trativa, que declaró, a su vez, procedente y funda· 
das las' quejas qne ante Jicho Juez propuso el apoderado 
dé Antonio Pérez iIernández y de ~raderera Hispano ~Ie· 
"icana, S. de R. L., por exceso de ejecución de la sentencia 
definitiva dietada en el jnicio de amparo 807·46 seguido 
por :\Iaderas de Chihuahua, S. A., contra actos del Presi­
dente de la República y otras.-Walladas el lo. de octubre 
de 1953.-Se declaran infundadas las quejas que el Secre­
MO de Agricultura y Ganadería. por sí y en representa.­
ción del Presidente de la República. y el Secretario de Bie­
nes Nacionales e Inspección Administrativa interpusieron 
contra la resolución que dietó el Juez Primero de Distrito 
en el Distrito Federal en Matería. Adlninistrativa, que de. 
claró a su vez procedentes y funda.daa las quejas inter­
puestas por el apoderado de Antonio Pérez H.ernández y 
de Maderera Hispano Mexicana, S. de R. L., de que se ha.­
ce mención; por consecuencia se confirma la resolución im­
pugnada por esta via.-Por unanimidad de cuatro votos, en 
ausencia d€l Sr. ':\Itro. Alfouso Francisco Ramírez. 

SEXTEXCIAS DE .Ut?ARO PARA EFECTOS. 

Garantía de andiencia. Cumplimiento de la. 

Concedido el amparo contra la Ley de Uadenda del Dis­
trito Federal de treinta y uno de diciembre de mil no,e­
cientos cuarenta y uno, en cuanto al Título X del dicho 
Ordenamiento es TIolatorio del artículo 14 coustitncional, 
toda vez que no consigna nn procedimiento para oír en 
defensa a los afectados, la ejecutoria respecti,a debe cum· 
plirse reponiendo el procedimiento, formulando nuevas Ji. 
qnidaeiones y llamando al quejoso para ser, oído con el 
fin de hacer las impuguaciones que estime pertinentes, cri­
terio que sostuvo esta propia Sala en la resolución que dic-
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tó el diecinueve de enero de mil novecientos cincuenta y 
uno en el amparo en rev"Ísión 3802-950, promovido por Saúl 
Uribe, al asentar en ese .caso similar, que tal reposición es 
procedente, siempre que a las objeciones que, por motivos 
especiales, resulten oportunos después de ejecutado., lo.;; tra­
bajos, se les dé igual alcance al que habrían tenido antes 
de iniciarse las obras. En consecuencia, no existe defecto de 
ejecución si llamado al quejo.;;o para hacer las objeciones 
respectivas, no acudió en el plazo que se le señaló, sin que 
pueda darse a la: ejecutoria respectiva el alcance de una to­
tal abstención, toda vez que no se hizo una declaración 
total de inconstitucionalidad, y tratarse de una cuestión 
no ya procesal, sin" de fondo que no fué materia del am­
paro.-Queja 1-952-A, formulada por el Tesorero del Dis­
trito Federal que declaró fundada la diversa queja que an­
te el propio Juez promovió la señora Bertha Russek de Ahu­
mada, por defecto de ejecución de la sentencia de ampa­
ro recaída en el juicio número 1382-19.- Fallada el :? de 
marzo de 1953.-Decla.ra.ndo fundada. la. presente queja.­
Por uuanirrJdad de cinco votos. 

TERREiNOS BALDIOS y NACIONALES. 

Recursos ordinarios. 

Conforme al artículo 69 de la Ley de Terrenos Baldíos 
y Nacíanales, las resoulciones que administativamente pro­
nuncie la Secretaría de Agricultura y Ganadería podrán 
ser reclamadas jndicialmente dentro de un plazo de 15 
días contados desde el día siguiente a la fecha en que ha­
yan aparecido pnblicadas en el Diario Oficial de la Fede­
raeión. Transcurrido el plaz" de 15 días sin que se haya 
presentado reclamación alguna, se tendrán como consenti~ 

das y surtirán todos sus efectas legales. Así púes, en el ca­
so, los quejosos tuvieron a su alcance un reeurSG que de .. 
bieron haber intentad() en forma previa a la interp(}Sición 
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del amparo, ya que, al interponer aquél, se suspenman 103 

efectos del acto reclamado, como lo ha resuelto esta Sala 
(Amparos en revisión promovidos por JIanuel Reaehi, To-
ca número 5104-52, y por Alberto S. Soto, toca número 
443-53, entre otros), al establecer que: "La simple lec­
tura de dicho precepto, re"ela, en contra de lo opinado 
por el recurrente, que en el caso se satisfacen las exigen. .. 
cias contenidas en la fracción XV del artículo 73, de la 
Ley de .. 11l1parG, para tener como concurrente la causa 
de improcedencia en que se funda el sobreseimiento re~ 

currido, toda vez que si en el artículo se die e que la recIa. 
marión podrá intentarse judieia!mente, tal manifestación, 
tratánd~e de resoluelones pronunciadas por una antori .. 
dad federal, como lo es la Secretaría de Agricultura y Ga­
nadería, debe entenderse que SOn los Tribunales Federales 
los que conocerían de la contienda respectiva, regida por 
las normas que se contienen en el Código Federal de Pro­
cedimientos Civiles, atent", la naturaleza de la materia 
que regula la Ley de Terenos Baldíos, Nacionales, De­
ma.\)Ías y Excedencias. Por lo demás, el párrafo segundo 
del artículo 'transcrito, implícitamente establece que si la 
ree!amación se intenta dentro del plazo de 15 días, las re­
soluciones combatidas no surtirán sus efectos legales".­
Juicio de amparo :promovido por Colonia Agrlcola de San 
Luis del Yaqui, Ciudad Obregón, Sonora, contra actos del 
Secretario de Agricultura y otras.-Toca 4247-952-1a.-Fa­
I1ado el 22 de ¿ctubre de 1953.-Sobreseyendo.-Por unani­
midad de cuatro yotos, en ausencia del señor ::Ifinistro Al­
fonso Francisco Ramírez. 

TR1BU~AL FISCAL DE LA FEDERACIO~. 

No tiene facultades para ejecutar sus sentencias. 

En el lliario de los Debates de la Cámara de Senado-
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res del H. Congreso de la Unión, correspondiente a la se­
sión pública celebrada el 27 de diciembre de 19:tS, sesión 
en la que se aprobó el Código Fiscal de la Federación, cons­
ta en la exposición de moti'\"os 'que al referirse a la parte 
que regula el Título Cuarto de dicho Código, se repite lo 
expuesto también en la f'xposieión de m'oth"os de la ante~ 

~ riol' Ley de Justicia Fiscal, expresando con claridad la 
mente del legislador al decir textualmente lo siguiente: 
"La Ley llama juicio y no recurso, a la instancia al Tri­
bnnal. El recurso supone, en efecto, continuidad dentro de 
un m.ismo procedimiento. Con la instancia al Tribunal, por 
el c-ontrario, se pasará de la actuación oficiosa a la Ad~ 
ministración, a la fase contenciosa. según antes indicába,. 
se o, en general, de la actuación administrativa a la actua­
ción jurisdiccional. El Tribunal obrará siempre dentro del 
eause de un rproceso. Los juicios serán en todo caso de nu­
lidad, nDrmalmente simples juicios declarativos (casos de 
oposición y de instancia de la Secretaría de Hacienda). En 
otros, llevarán implícita la posibilidad de una condena (ne­
gativas de devolución). Pero, y esto conviene aclararlo, 
el Tribunal no está dotado de competencia para pronun­
ciar mandamientos dirigidos a obtener la ejecución de sus 
fallos. La negativa de los agentes del Fisco a obedecer las 
disposiciones del Tribunal deberá de combatirse, como la 
de cualquiera {ltra autoridad <lbstinada en no hacer lo que 
legalmente está obligada a realizar, mediante el amparo, 
en el que, como es obvio, ya no se discutirán las cuestiJnes 
que fueron r,esueltas en el juicio administrativo, sino úni­
camente la posibilidad material o jurídica de la ejecución. 
La Ley se ha limitado a fijar en garantía del opositor que 
entretanto que el fallo no se cumpla, siga. en ngor la sus­
pensión de:!. procediemto de ejecución". En tal virtud, 
y de acuerdo con el criterio que tan claramente expresa 
la mente del legislador, la actora no tenía motivo legal pa­
ra ocurrir de nuevo ante el 'Tribunal Fiscal a reclamar la 
falta de eumplimentación de una situación jurídica que 
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corutituye la verdad legal, consistente en la anulación to­
tal de la negativa a la devolución de las cantidades paga­
das indebidamente a partir del año de 19-12, y si la auto­
ridad fiscal consideró que algunas de las cantidades recla­
madas habían prescrito en los términos del artículo 5.5 del 
Código Fiscal, pudo hacer valer esa 'excepción de prescrip­
ción al contestar su demanda ·en el juicio de nulidad, y no 
debe de admitirse que ahora por sí y ante sí Yenga a de­
clarar la prescripción de un ('rédito, asunto que no se plan­
teó y quedó jurídicamente precluído al constituirse ]a ma­
teria de la litis, mediante la demanda y contestación co­
rrelativa, en el juicio de-oposición 492649.--Juicio de am­
paro promovido por Cía. )Ianufacturera de Cigarros "El 
Buen Tono ", S. A., contra actos del C. Secretario de Ha­
cienda y Crédito 'Público y o!ra.-Toca 1901-953-1a.-Fa­
liado el 22 de octubre de 1953.-Amparando.-Por unani­
midad de cuatro votos, en ausencia del señor }'Iinistro Al­
fonso Francisco Ramírez.--tLa misma tesis se siguió en el 
toca 23S9-953-1a.--J osé Quiroga Barraza.-Fallado el 4 de 
noviembre de 1953.-Negando.-Por unanimidad de cuatro 
votos, en ausencia del señor :Ministro Nicéforo Guerrero. 
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INFORME 

del 

C. PRESIDENTE DE LA TERCERA SALA 

de la 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACION. 

LIC. GABRIEL GARCIA ROJAS. 





INFORME 

que rinde e! C. Presidente de la Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En cumplimiento del deber que me impone l~ 
Ley Orgánica de! Poder Judicial de la Federación 

vengo a infonnar a la H. Suprema Corte constituida 

en estos momentos en Pleno, sobre las labores des­

arrolladas. por la Tercera Sala durante el ejercicio 

del presente año. 

El dia dos de enero se me hizo e! honor inmere­

cido por mi parte de ser electo Presidente de la Ter­

cera Sala y ese día recibimos también como nuevo 

miembro de la misma al señor Ministro Roque Es­

trada que se había encargado de la Presidencia de 

la Suprema Corte desde el mes de febrero de 1952 

y vino a ocupar el sitial que en nuestra Sala dejaba 

vacante el señor Ministro Hilario Medina que me­

recidamente fué designado Presidente de este Alto 

Tribunal. El señor Ministro Estrada estuvo ejer­

ciendo loablemente sus funciones hasta el dia 17 de 

agosto del año que está por terminar, fecha desde la 
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que empezó a disfrutar de la jubilación necesarIa 

establecida por la ley. La pena de su separación y 

de la ausencia de su valiosa, recta e irreprochable 

colaboración fué en breve amortiguada por la acer­

tada asignación del señor Ministro José Castro Es­

trada a nuestra Sala para sl,lbstituir en su sitial al 

Ministro jubilado. 

En el mes de septiembre obtuve una licencia del 

Pleno para salir fuera de nuestro país a desempeñar 

una misi6n en el extranjero y en los meses de octu­

bre y noviembre obtuve dos más, la última se ven­

ció el día 28 del mes próximo pasado. Durante mi 

alejamiento me sustituyó ventajosamente en la pre­

sidencia el señor Ministro Agustín Mercado Alar­

eón. 

La Sala que presido ha venido desempeñando sus 

arduas funciones con toda regularidad y en un rit­

mo acompasado y progresivo de trabajo. 

Las principales tesis que se han sustentado SIn 

discrepancia por la Sala se transcriben a continua­

ción y en cuanto a las tesis en que ha habido dis­

crepancia, se hace una relación de ellas por la im­

portancia nacional que encierran. 

En el mes de abril del año que cursa, el Pleno 

en uso de facultades constitucionales resolvió tres 

conflictos de jurisprudencias relativas a sobresei­

miento de juicio de amparo por caducidad. El pri-
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mer conflicto surgió en tomo del cÓnt puto del térmi­

no de ciento ochenta días fijado por la fracción V 

del artículo 74 de la Ley de Amparo y el artículo· 

50. transitorio de la misma. La segunda contradic­

ción de jurisprudencia estribó sobre la aplicación e 

interpretación de la fracción V del artículo 74 de la 

Ley de Amparo y la tercera oposición jurispruden­

cia! consist~ó en el acto en que comienza a contarse 

el término de la caducidad. Esos conflictos surgie­

ron entre la Sala Auxiliar y las Salas Civil y Admi­

nistrativa; entre la Administrativa y la Civil y entre 

la Auxiliar y la Civil. Ya el señor Presidente de la 

Suprema Corte se ha encargado de hacer mención 

de las resoluciones pronunciadas por este Pleno pa­

ra desvanecer las contradicciones jurisprudenciales. 

Sólo me resta, en lo tocante a este punto, hacer re­

saltar las consecuencias saludables que la fijeza y 

seguridad establecidas por las resoluciones citadas 

provocaron un notable alivio en el estado de tensión 

en que estuvo la opinión pública de todo el país. Se 

aligeró también la marcha de nuestra Sala. _ 

2.-Las principales tesis que se han sustentado 

sin discrepancia por la Sala se transcriben a conti­

nuación y en cuanto a las que resultaron aprobadas 

por mayoría de votos, las hay de extraordinaria im­

portancia porque atañen a puntos de derecho de apli­

cación diaria y respecto de los cuales se deja sentir 
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la necesidad de que esta Suprema Corte llegue a 

sentar jurisprudencia que sirva de ruta a los tribu­

nales y a los litigantes. 

Estas tesis de mayoría no se hacen constar aun­

que en verdad se refieran a cuestiones trascenden­

tales como sobre la posesión apta para la prescrip­

ción adquisitiva. -sobre la naturaleza de la respon­

sabilidad de los daños causados por construcciones 

a casas o edificios. sobre la competencia de la Su­

prema Corte señalada en los artículos 45· y 46 de 

la Ley de Amparo y respecto del sobreseimiento de 

juicios de amparo por no solicitarse previamente 

copia certificada de la sentencia impugnada. Varias 

veces se ha presentado la impugnación de un con­

trato simulado por las partes que lo celebraron y 

alguna- vez la mayoría se inclinó en favor de la ju­

risprudencia establecida que niega la acción a las . 

partes en el contrato y otras veces la mayoría se in­
clin-ó por conceder esa acción. 

3.-Por la importancia histórica de las cuestio­

nes apuntadas en que las tesis de mayoría no han 

podido abrirse campo para constituir jurispruden­

cia. en breve frase me permito hacer constar las 

tesis en contradicción. 

Así sobre la importantísima m,ateria de la pose­

sión apta para la usucapión se han destacado estas 

tres tendencias: la primera según la cual no es ne-
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ces ario investigar el origen de la posesión y basta 

con que por medio de prueba se obtenga el dato de 

la posesión en concepto de dueño, pública, pacífica 
f 

y continua para que transcurrido el término legal se 

convierta en propiedad. La segunda tendencia que 

hasta estos momentos ha obtenido la mayoría, exi­

ge que el concepto de dueño que estima la clave de 

todo el sistema posesorio mexicano, se compruebe 

por medio de actos externos que impliquen el ejer­

cicio del derecho de propiedad reveladores de la 

conciencia o creencia del poseedor de ser dueño. 

Esta tendencia ha tenido su abono en la interpreta­

ción del autor español Manresa al comentar las ex­

presiones similares del Código Civil español de don­

de el nuestro tomó "el concepto de dueño". Una 

tercera tesis se ha propuesto acerca de esta mate­

ria que sostiene que la posesión apta para la usuca­

pión debe de empezar por un título traslativo de 

dominio y que si la posesión es de mala fe no im­

plica la ausenciá de todo título sino el conocimiento 

por parte del poseedor de los vicios del título y en 

especial de que lo obtuvo del non dominus. Esta ten­

dencia invoca en su apoyo los artículos 826 y 2961 

segundo apartado del Código Civil. Por no haber 

todavía jurisprudencia en la Tercera Sala sobre ma­

teria tan escabrosa no se ha podido plantear ante el 

Pleno la contradicción que resultaría con la juris-

-7-



TERCERA SALA. 

prudencia de la Sala Auxiliar que ha establecido co­

mo tesis firme que sólo es apta para la usucapión 

la posesión que se adquiere en concepto de dueño. 

Por tal motivo esta materia tan delicada se encuen­

tra en un estado de incertidumbre en las mentes de 

tribunales y litigantes. 

Por lo que atañe a la responsabilidad provenien­

te de los daños causados por la construcción de un 

edificio sobre los contiguos, las dificultades pulsa­

das para llegar a obtener una tesis definitiva y fir­

me se han debido a varias circunstancias, pero en 

primero y principal lugar a que nuestro Código Civa 

trata la materia en preceptos que debiendo ser ar­

mónicos, no es fácil encontrar la sistematización aun­

que indudablemente la concordia tiene que existir 

entre los distintos preceptos. En las disposiciones 

generales sobre la propiedad, artículo 839, se pre­

viene que no se hagan excavaciones o construccio­

nes que hagan perder la firmeza al suelo de la ·pro­

piedad vecina a menos que se hagan las obras de 

consolidación indispensable para evitar todo daño. 

Pudiera parecer a primera vista que si se hacen las 

obras de consolidación y a pesar ele ello se produce 

el daño por el hundimiento del edificio recién cons­

truído, quedaría exonerado de toda responsabilidad 

el propi:tario, pero en el artículo 1932 tracción VI 

se establece la responsabilidael genérica objetiva que 
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obliga a los propietarios;' pagar los daños causad03 

por la cosa de Su propiedad o por cualquier causa 

que sin derecho origine algún daño. precepto que 

encuentra su refuerzo tanto en el artículo 1910 que 

establece la responsabilidad objetiva en toda su for­

ma como en la Exposición de Motivos de la Comi­

sión Redactora del Código Civil que sobre este par­

ticular dijo: "Al tratar de las obligaciones que na­

cen de los actos ilícitos se asentó como principio 

general que el que obrando ilegítimamente o contra 

las buenas costumbres causa daño a otro. está obli­

gado a repararlo. a menos que demuestre que el da­

ño se produjo por culpa o neglige!,cia inexcusable 

de la víctima. Este principio es altamente moraliza­

dor y coloca a la víctima en mejores condiciones que 

las que actualmente tiene. porque impone la carga 

de la prueba al que causa el daño. y se aparta de 

la tesis clásica de que sólo es responsable del daño 

que causa el que obra con culpa o con intención do­

losa. La Comisión estableció que el que causa un 

daño, aun cuando se trate de incapaces o de irres· 

ponsables. debe repararlo. pues no es justo que él 

sU:fra las consecuencias del acto de otro. solamente 

porque éste al obrar no incurrió en responsabilidad 

por falta de discernimiento", 

Por otra parte el artículo 1931 establece la res­

ponsabilidad subjetiva de tipo napoleónico (artÍcu-
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lo 1386 francés) según el cual el propietario de un 

edificio es responsable de los daños que resulten de 

la ruina de todo o parte de él si éste sobreviene por 

falta de reparaciones necesarias o por vicios de cons­

trucción. 

La tesis mayoritaria tiende a hacer una clasifi­

cación de las responsabilidades tanto para sistema­

tizar la materia tratada en el Código Civil como 

para armo;'izar las distintas hipótesis y solucio­

nes dadas. La clasificación la ha hecho consistir 

en responsabilidades sin culpa y responsabilidades 

por culpa para loe efectos de determinar las respon­

sabilidades en que la carga de la prueba del actor 

. Eólo versa sobre la existencia del daño de aquéllos 

en que el que se queja del daño sufrido además de 

probar éste debe de probar también las omisiones 

o imprudencias en que incurriera el damnificante. 

Con motivo de recursos de reclamación se plan­

teó en los primeros meses del presente año la gra­

ve cuestión de resolver la competencia de la Supre­

ma Corte para conocer en única instancia de los jui­

cios de amparo contra sentencias definitivas que 

absuelven de la instancia, más concretamente sobre 

. sentencias definitivas que resuelv~n sobre las ex­

cepciones dilatorias y dejan intactas las defensas o 

excepciones perentorias. La mayoría se inclinó a es-
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timar que el concepto de sentencia definiva es de 

carácter formal sin necesidad de contemplar el con­

tenido y que por lo tanto basta con que recaigan 

sentencias de primera y de segunda instancia en que 

se decidan las cuestiones controvertidas ya sea to­

tal o parcialmente ya sea extinguiendo la instancia 

o dejándola viva para cuando se llenen otras condi­

ciones, para que la impugnación de la sentencia de 

segunda instancia surta competencia de la Supre­

ma Corte. 

Antes de poner punto final a este informe séame 

permitido dar público testimonio de mi reconOCI­

miento a mis compañeros de Sala cuyas opiniones 

y consejos en todo momento me asistieron para el 

desempeño de mis arduas labores. 

LIC. GABRIEL GARCIA RO]AS. 
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En~Iateria Civil los datos estadísticos acusaron un re· 

lago, el 30 de Noviembre de 1952, de 1150 asuntos divi­

didos aSÍ, según su materia . 

.A)!1P AROS DIRECTOS .. . 

Amparos en Revisión ..... . 

Competencias .. ... ... . .. 

Excusas .... , .... .... , ...... . 

Impedimentos . ... . ..... . 
Quejas ........ :-....... . 

Súplicas .............. . 
Reeusacione3 ..... ... '" .. , 

Incidentes de Acumulación ..... , ... 

,arios .....•..... 

TOTAL ... 

655 

2 

4< 
3;; 

81 
439 

1 

1 

1 

1 

1150 1150 

Entre el lo. de Diciembre de 1952 y el 30 de Noviem· 
bre del presente año, la Sala recibió 1019 expedientes de 
estos órdenes: 

.UIlPAROS DIRECTOS &!1! 

Amparos en Revisión .. 5 
Quejas ... ..................... .. ' 78 

Excusas ..... . 
Competencias .. . .. 

-13 -
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Impedimentos ... 
Incidente de Inejecnción de sentencia 

6 
1 

SÜ":\lAS ... ... . ..... 1019 1019 

2169 

En el nllsmo lapso, esto es entre el lo. de Diciembre de 

1952 y la presente fecha, se resolvieron 11-15 negocios di~ 

vividos así por razón d~ su naturaleza: 

AMPAROS DIRECTOS ........... . 
Amparos en Re\"isión 

Quejas ............. . 
Excu&1.s ... ... ... '" 

'Impedimentos .. . 

SL"")B.S o •• o •• O" o' ••• 

7:!5 
20 

~95 

92 
s 

1H~ 1H5 

DIFEREXCIA ... ... ... ... .... 1O~-t 

Actualmente quedan pendientes de resoluciones en poder 

de la Secretaría de Acuerdos de esta Tercera Sala y de 
los Secretarios de los )[inistros 7-t-t expedientes clasjiicados 
en la siguiente forma: 

A:MiPAROS DIRECTOS 6<» 
Amparos en Re,isión .. S 

Quejas .............. , ... '" ... 95 

Varios ... '" '" '" .•. ... ... 1 
Incidente de Inejecución de Sm!. ... ... ... 15 

Excusas ......... '" 12 
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Competencias '" 

TERCElRA SALA. 

TOTAL ", , .......... . 

5 
4 

i44 

Además se dietaron 132 acuerdos de Sala, 2423 acuer­
dos de Presidencia y se libraron 115 oficioo. 

~Iéxico, D. F., a 30 de Noviembre de 1953. 

EL SECREL\RIO DE ACl:ERDOS DE LA 
TERCERA SALA. 

Lic. Abelardo Cárdenas Ma,c-Gregor. 
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TESIS IMPORTANTES 

por las Ejecutorias Pronunciadas en el año 

de 1953 

por la Tercera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la i'lación. 





ACCIOX CA~lBIARIAj DIRECTA. NO SON NECE­
SARIOS PARA SU EJERCICIO NI LA PRGEBA DE IL-\.­
BERSE PRESENTADO EL TITGLO AL DEL'DOR PA­
RA SU PAGO PRECISA~IENTE EL DIA DEL YEXCI­
.MIEXTO, NI TA~IPOCO HABER DE-JADO TRAXSCU­
RRIR EL PLAZO DEL PROTESTO, PGESTO QUE ES­
TE TA~IPOCO ES NECES.\RIO TRATAXDOSE DE LA 
)IEXCIONADA C.DillIARIA DIRECTA.- La presenta­
ción de un pagaré para su pago en la fecha de su yenci­
miento, es sólo una necesidad impuesta por la incorpora~ 
ción propia de los títulos de crédito, que reconocen los ar­
tículos 17, 126, 127 Y 129 de la ,Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito y que se traduce en la obligación 
de exhibir y devolver el título de crédito al obtener su 
pago; pero ello no quiere decir que para el ejercicio de 
la acción cambiaria directa, sea una condición necesaria, 
procesalment", que el título haya sido presentado para 
su pago precisamente el día de su vencimiento y que deba 
presentarse una constancia de ello, ya que tratándose de 
la acción cambiaría directa, el tenedor de un título de 
crédito no está obligado a levantar el protesto ni a exhi­
bir constancia de haberlo presentado privadamente y que 
no le fué pagado; por lo que basta para tener por satis­
fecho el requisito de incorporación propia de los título.s 
de crédito, con que el actor adjunte el título a su deman­
ma judicial y se presente al demandado al ser requerido 
de pago, pues ello prueba fehacientemente que dicho tí­
tulo no ha sido pagado, ya que, de lo contrario, no es­
taría t'll poder del aetor. Este eriterio se encuentra rO­
bustecido COn la autorizada opinión de Cfsar "han te, 

-19 -

\ 



TEROERA SALA. 

quien se expresa así al respecto: j "La presentación de 
la letra de cambio puede hacerse también por primera 
vez mediante la demanda judicial de pago acompañada 
de la exhibición de la cambial. Si el deudor, que supone­
mos no requerid~ todavía de pago, paga a continuación 
de la demanda judicial, el acreedor deberá soportar los 
gastos del juicio iniciado, porque la pre.sentaeión es un 
a.sunto del acreedor y si él elige la forma costosa de una 
presentación judicial, debe hacer los gastos de ella. De 
este modo, si la falta de presentación de la cambial el 
día del vencimiento no tiene como sanción la pérdida de 
los intereses que SOn debidos, en todo caso, encuentra una 
sanción en la pérdida de los gastos hechos por la presen­
tación judicial. Al contrario, €l deudor que debate in­
justámente la deuda, justifica la acción judicial proman­
da contra él y debe, además de los intereses desde el dia 
del yencimiento, los gastos del litigi\)o o o" (Co \-¡'~'-ante, 

Trattato di ,Diritto Comerciale, Vol. III, 1929, núm. 1259, 
pág. 3-t:i). Por otra parte, el artículo 132 de la repetida 
Ley de Títulos y Operaciones de Crédito no suspende la 
f'xigibilic1[!d de 11ll pagaré en contra del suscriptor du­
rante el plazo del protesto, tanto porque sienda el sus­
criptor el obligado principal al pago, puede ejercitarse 
contra él la acción cambiaria directa sin necesidad de 
levantaI~iE'nto del protesto, como porque el meneionado 
precepto sólo establece un medio para que el deudar a 
quien no le ha sido cobrado 1m documento ya "Vencido se 
libere de sus obligaciones, consistente dieho medio en el 
depósito en la Xaeional Financiera del importe del adeu~ 
do sin necesidad de recurrir al juicio de eon~-ignac:ión del 
derecho coullm. Por consiguiente, no es el transcurso del 
plazo para -el protesto de un pagaré, lo que hace exigible 
a éste, sino que su exigibilidad comienza precisamente des­
de la fecha de su wncimiento, a partir de la cual deben 
pagarse además por el deudor incumplido los intereses 
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mora torios, de acuerdo con 'los artículos 152, fracción 11, 
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y, 

.2104, fracción l, y 210-;; del Códig(} Civil. 
Direcl(} 90&-952-2a. R(}send(} :mIlán. FaIlad(} el 12 de 

febrer(} de 1953. Unarumidad de 4 volos. Ausente el Mi­
rustr(} lIercad(} Alarcón. ¡Ponente: MIro. Gabriel Garda 
R(}jas. 

ACCIO)."'ES DE NULIDAD Y DE lNOFICIOSIDAD 
DE UN TESTAlIENTO.- Las acciones de nulidady de 
inoficiosidad de un testamento no son contradictorias. 
Una com(} otra pr(}dncen la ineficacia del acl(}, Baja el 
rubro de ineficacia de los testamentos, el código espa­
ñol comprende la nulidad, la revocación y la cadncidad 
de los mismos, del mismo modo que nuestro código civil 
vigente, aplicable en la especie, denomina el capítnla no­
veno del título segundo del libro tercero, "de la nulidad, 
revocación y caducidad de los testamentos", precisamen­
te porque cualquiera de ellas produce la ineficacia jurídi­
ca del testamento. Las dos acciones ejercitadas se refie­
ren a motivos de ineficacia ah initio, originados por dis­
tintas causas, a saber: a), que el testamento se otorgó por 
un incapaz, ante testigos no idóneos y sin la intervención 
de peritos intérpretes, no obstante que el de cujus no ha­
blaba el idioma español; y b), que la herencia para la 
eónyuge supérstite solamente consistió en el usufru<;to de 
la casa habitación en que tenían el domicilio conyugal. 

Tanto las causas de nulidad como la de inoficiosidad 
materia de la reclamación, no son susceptibles de eonva­
lidarse. Obedecen, según la parte actora en el juicio, a 
vicio.> inherentes a la confesión del teslamento y no ad­
quiridos con posterioridad; pero aquéllas y ésta, coinci­
den en cuanto a su resultada que no es otro que privar 
al testamento de efectos jurídicos. Persiguen un mismo 
fin las do;; acciones y la diferencia que entre ambas pue­
de establecerse no es cualitativa sino cuantitativa; la nu­
lidad, por los motivos que Se determinan en la demanda, 
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haee inefieaz la totalidad del testamento, mientras que la 
acción de inofieiosidad, aun cuando también lo nulifie3, 
esa nulidad sólo es parcial y 6e remec1ia eon suplir la omi­
sión en que incurrió el testador, al olvidar el señalamien­
to de la pensión alimenticia para Su yiuda. 

Directo 11:!:?·5:?·2a. Jeanett Sturgis ,da. de Knowl· 
ton y Gertrude Knowlton de Brullner. 'Ponente ~ltro. Jo­
sé Castro F..strada. Fallado el 28 de octnhre de 1953, con­
cediendo el amparo por unanimiatld de -l Yotos. 

ALI.\IEXTOS, XECESIDAD DEL PAGO DE.-El ma­
rido tiene obligación de alimentar a la mujer y a los hi­
jos, quienes tienen en su favor la presunción de necesitar los 
alimentos sah'o pnteba en contrario. La obligaci,5!1 cesa 
cuando los acredeores ya no tienen necesidad de e11o$. pe­
ro la carga de la prueba corresponde en {-stos casos al 
marido. 

Direolo 3.).l1-.5:? Elena ~r"ndez de GuilIén. por sí y 
como representante de sus nl€nOres hijos )!inerva. Celia 
.\lieia y Proeopio Guillén ~Iéndez. resuelto el 30 de ahril 
de 195:3, concediendo ,1 amparo. L"naniruidad de -1 \·otos. 
Ponente el ciudadano ~Itro. Rafael Rojina 'illegas. 

"\RRE"'DA~UE:\TO.~necreto del Estado de Xuevo 
León. Su acatamiento parcial no implica eonse-ntimiento. 
-Xo procede sobreseer por la eausal de cOIL~entimifnto 

expreso (artíeulo í3 fracción XI de la Ley de Amparo) 
cuando exista constancia de que el quejoso que impugna 
el Decreto número 35 sobre congelación de renta.. ... del Es­
tad\) de Xuevo León, haya registrado en la Tesorería Ge· 
neral del Estado el contrato de arrendamiento, es decir, 
haya acatado lo dispuesto por el artículo 50. del Decreto 
reclamado; y no procede sobreseer, porque Ese registro 
no .significa una sUnllción al propio Decreto. sino un me­
ro cumplimiento de una de sus disposiciones para efec­
tos fiscales y a fin de edtar las sanciones establecida.s 
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por el mismo si no se efectúa el registro, registro que tie4 

no finalidades tales eomo la de saber los productos de la 
finea para calcular el impuesto que ha de cohrarse. La 
manifestación o registro del contrato ante la Tesorería 
no .se hace pues, libremente, sino bajo la presión o ame­
naza de sanciones pecuniarias especiales. 

Rerisión 2-!19-1~H. Patrocinio Rivera. Resuelto el 5 
de marzo de 1953, por unanimidad de 5 votos rev-oeó y se 
negó el amparo. Ponente el Sr. ~Itro. :lIereado Alarcón. 

APEUCIO~. E~ Ql:E COXSISTE EL EFECTO DE­
'-OLl"I'IYO DE LA.- La función jurisdiccional corres­
pondió en sm; orígenes, como se sabe, al soberano; mas 
eomo é.~te, ante la jmposihilidad material de atender a 
t'JUOS los casos sometidos a su consideraci,)n, tU\'O necesi­
dad de delegar el ejereicb de esa función en los jueces, 
de ahí resultaha que cuando alguna de las partes no psta· 
ha conforme con la resolución de éstos, se alzaba en su 
contra, demldéndose así la aludida faeultad al sobera­
no, quien con plenitud lle jurisdicción re.iolvía el caso, 
confirmando, re"ocando o modificando la resolución del 
.Juez. Dentro de la actual teoría tripartita de poderes 
adoptada por nuestro Dere0ho. tal función del soberallo, 
como es bien sabido, ~s ejercida por los Tribtmales Su­
periores de .. Justicia que, al conocer (In apelación de los 
fallos de sus inferiores, no hacen sino ejercer COl). la mi~ 
ma plenitud de jurisdicción la facultau que pOI" U:13 fic­
ción del dereeho !:'e entlf;'uue delegada en los jUecb y qu~ 
con la apelaci6n se devuelve al superior, y que es preC"i­
samtnte en lo que eonsbte el efecto devolutivo (le aqué­
llas. 

Direrío 439S-9.j~-2a ... :\dán Garda y coag. Fallado el 
19 de junio de 195:3. l:nanimidad de el Yotos. Ausente el 
llinistro Agustín ~ercado Alarcón. Poneute lItro. Ga­
briel Garda Rojas. 
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ARRE"DAlInE"TO.-CA~IDIO DE USO emro CAU­
SA DE RESCISION.-Para que haya variación del uso 
convenido en el contrato y, por tanto, violación del mis­
mo y causa de rescisión, es necesario que el cambio del 
uso sea S11Stancial, esto -es, que afecte directamente el des. 
tino de la cosa, o sea, en otra;¡ palabras, que el fin al que 
la cosa haya sido ordenada por las partes se altere de ma­
nera radical. .\sí, hay violación del contrato cuando ha­
biéndose com'enido que el inmueble arrendado se use pa­
ra ha bi tadón se destine a comercio, o a la inversa; o bien, 
en el osao de que habiéndose pactado que se destinaría 
a un género e,iPecial de comereio. se use para otro diver­
so como, por ejemplo, una tlapalería en vez de una tien­
da de ropa. Cuando no hay una variación de esta natu­
raleza, no puede hablarse de violación del c9ntrato. En 
el e.aso, el hecho de que se pactara que el local arrenda­
do sería empleado como dulcería, y el de que ademAs de 
dulces .. se expendan en el local nieyes y refrescos: no sig­
nifica cambio de uso. 

Directo 1479-53. Artemisa lIrauramati de Gorche. Re· 
suelto por unanimidad de 4 ,otos el 29 de oelubre de 1953. 
Ponente, )Itro. José Castro Estrada . 

. ARRE~'DATARIO, OBLIGACIO~'ES DEL.- El artí­
culo ~!.35 del Código Civil para el Distrito y Territorios 
F-ederales -consigna una presunción juris tantnm según la 
cual el arrendatario es responsable de la destrucción o 
deterioro de la cosa por incendio y el arrendador para 
exigir la responsabilidad sólo debe demostrar que se eáu­
só 1m incendio y que por virtud de él se perjudicó ° des­
truyó la cosa .. Es al arrendatario a quien corresponde 
probar, para eximir de la responsabilidad, que el incen­
dio provino de caso fortuito, fuerza mayor ° TIcio de 
con.strucción. 

Directo 516O-52-2a. :María Gutiérrez Zamora de Ah'a­
rez del Castillo. Resuelto el 19 de agosto de 195-3 por una-
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nimidad de cinco yotos concediendo el amparo. Ponente 
el Sr. ~linistro Rojina Villegas. 

cmnsIOX ~IERCA~TIL, CO~TRATO DE.- En el 
contrato de comisión el derecho a percibir el porcentaje 
pactado deriva de la realización del fin per..,gnido; esto 
es, qne el derecho a la comisión no nace, por el simple he­
cho de perfeecionarse el contrato, sino que debe acredi­
tars€ que los servicios -o las prestaciones se lle\~arort a ('3# 

ho en forma satisfactoria. En eualquier momento los co­
mitentes jurídicamente pueden disponer de la mercancía 
y su única obligación .consiste en responder de las resul. 
tas de las gestiones tendientes a vender la misma mercan· 
cía realizadas por los comisionistas a nombre de aquéllos. 

Directo !H2-52-2a. George Gloonan and C. G. Bigby. 
Re,uelto el 23 de septiembre de 1953, por unanimidad de 
cuatro votos, negando el amparo. Ausente el Sr. 1Itro. 
Gareía Rojas. Ponente el Sr. :lftro. Rojina ViIlegas. 

cmnsIO~ :lIERCA~TIL. Contrato de.- Si en un 
contrato de comisión se estableció que al comisionista en 
la venta de terrenos se le pagará un 10% del producto 
de dicha venta, y el vendedor, por incwnplimiento de 
contrato de parte de los adquirentes, demanda a éstos. 
saca a remate los terrenos vendidos y se los adjudica. el 
er{i:dito del comisionista sufre las mismas consecuencias 
que la operación de que se deriva y por le> tanto se le de­
berá pagar el 10% de los terrenos adjudicados en pago. 

Directo 416.3-52> Francisco González 1Ialdonado. Re­
sueIto el 27 de febrero de 1953, por unanimidad de 5 vo­
tos y eu el sentido de amparar al quejoso. Ponente el Sr. 
~Itro. Rafael Rojina Villegas. 

cmIODATo, POR RA..zO~ES DE I~"1)OLE PRA.CTI­
CA TIEXE Q1:E COXSIDERARSE PROBADO POR VIR­
TUD DE PRESCXSIOXES, EXTRE ELLAS U. Q1:E 
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RESULTA DE EXCLUIR LA RELACION COXTRAC­
TTJAL DE ARRE:-''DA;\IIENTO.-.Frente a nn reconoci­
miento expreso de una persona de que la finca que DeU' 

pa es propiedad de otra persona a la que no paga renta 
por el disfrute del inmueble no puede reputarse la pose· 
sión del reo como una tenencia sin título, pues tal presu­
puesto lo recbazan las dos partes contendientes, y esas 
circunstancias generan la obligada conclusión de que el 
detentador ejerce una pooesión derivada, que sólo pue­
de encuadrarse en la relación contractual de comodato, 
por exclusión de la relación de arrendamiento que hace 
descartar el ocupante al admitir que su disfrute es gra­
tuito; al tratarse en la especie de un contrato verbal te­
nía necesariamente el sentenciador, ya sea el Juez o el 
Tribunal de Alzada, que resoh"-er la controversia de acner· 
do COn las presunciones que fueran menester, por TIrtud 
de las cuales no puede hablarse de ,iolación en perjui· 
CiD del quejoso. 

Directo 5206-1952. Alfonso Delgado. Resuelto el 26 de 
junio de 1953, por unanimidad de 4 votos. Ausente el Sr. 
lItro. Estrada. Ponente el Sr. )Itro. Vicente Santos Gua· 
jardo. 

OBLIG..I.CIOX DEL QUE.JOSO EX EL MIPARO ES 
CL"ID_\RPOR L_\ IXTEGRACIOX DEL EXPEDIEXTE 
REhATI,O y SU DESCUIDO DETEmnXáRA LA XE­
GATIYA DE LA 'PROTEOCIOX, FEDERAL.- En el caso 
concreto en que es necesario examinar, el documento ba­
se de la acción (un título de crédito), para poder precio 
Ear hasta qué grado es lesiva para el quejoso la equi\"G­
ración de un precepto legal invocado, conforme al cual se 
decidió el litigio, ante la falta de dicho documento y de­
la sentencia núsma para 'Poder examinar los razonamien­
tos en ella contenidos en relación con lo..~ motivos de in­
conformidad del promovente, no es· posible resolver ,So­

bre los conceptos de violación en el amparo, y como qnie-
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ra que es obligación del quejoso cuidar ·por la integración 
del expediente, según lo disponen los artículos 163 y 164 
dé la Ley de Amparo, debe negarse la protección Fede­
ral solicitada. 

Directo 5787·1951, }Ianuel Obregón Sandova!. Resuel­
to el 11 de noviembre de 1953, por lmaninúdad de -1 vo­
tos. Ausente el Sr. ~Itro. GarcÍa Rojas. Ponente el Sr. 
~Itro. Vicente Santos Guajardo. 

ACCroX RESCISORIA, A'UX CUA.\'DO EX {IX COX­
TRATO }rERCA~"NL SE PACTE QUE PROCEDE POR 
CAUSA DE VlOLACIOXES AL }WmO, XO DESCER­
TA ELLO LA ACCro.\' DE CmIPLUIIE...'TO. - Si 
en un contrato se pacta que la violación a cualquiera de 
las cláusulas del mismo dará derecho a rescindido y a 
exigir a la parte que no cumplió el pago de los daños y 
perjuicios, e inclusive se fija esta posible responsabili­
dad civil en cantidad líquida de antemanG, tal pactG po­
día tener eficacia en ·cuanto a circunscribir, las acciones 
derivadas del incumplimiento si no estuviera de por me­
dio el artículo 1949 del Código Civil que, como principio 
general de las obligaciones, establece que el perjudicaclo 
por el incumplimiento podrá escoger entre exigir el cum· 
plinúento forzoso o la resolución de la obligación. es de­
cir, que no es posible sostener ni admitir que, por virtud 
de la cláusula contractual, quedara descartada la acción 
de cumplimiento deducida en la especie, en primer lugar 
porque tal acción encuentra cabida en PI artículo 88 del 
Código de Comercio, y, en segundo lugar, porque de cons­
treñirse las posibilidades de las partes contratantes se­
ría tanto eomO estimar renunciada tácitamente la acción 
de cumplimiento y ello con desacato a lo dispuesto en 
los artículos 18 y 19 del Código Civil de ,eracruz (que 
corresponden a los artículos 7 y 8 del Distrito). 

Directo 202·1953. Sindicato de Permisionarios de Au­
tobuses de Oriente, Línea1IéxicO-Veracruz, A. D. O. Re-
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suelto el 26 de octubre de 1!)53, por unanimidad de 4 ,o­
tos. Ausente el Sr. ~Itro. García Rojas. Ponente el Sr . 
. ~Itro. Vicente Santos Guajardo. 

CONTRATOS, NOMBRE Y ESENCIA DE LOS.- El 
nombre no bace al contrato, sino que la esencia de éste 
está más allá de laautanomía indi,idual y depende de la 
naturaleza de las cosas. dado que las definiciones legale. 
de los actos jurídicos no están a la disposición arbitraria 
de las partes, sino que pertenecen al orden público de la 
Nación. (Idéntica tesis fué sustentada en el D-610-953-
2a., José Angel Leal, fallado .,¡ 19 de junio de 1953, por 
unanimidad de 4 ,otos, bajo la misma ponencia del l{i­
nistro Gareía -Rojas. 

Directo 2809-952-1a. Amalia ,López. Fallado el 21 de 
agosto de 1953. Unanimidad de 5 votos. Ponente lUro. 
Qabriel García Rojas. 

COSTAS.- La queja es infundada, y en cuauto a la 
reclamación de costas es improcedente. 

Si la sentencia concedió el amparo al quejoso dejan. 
do insubsistente la resolución reclamada, y la autoridad 
responsable pronunció fallo limitándose a transcribir el 
-eo:n.siderando de la ejecutoria de amparo, acatando la par~ 
"te resolutiva y condenando en costas de ambas instancia 
como consecuencia de su resolución, la queja que se en­
dereza contra esta sentencia aduciendo que se limitó a 
confirmar la resolución! del inferior, es infundada por­
que nO ha 'habido defecto de ejecución, y es improcedente 
en cuanto reclama la condenación en costas porque en es.­
te capítnlo la autoridad responsable decidió en atribu· 
ción de su propia jurisdicción, que no quedó excluido por 
la ejecutoria dietada en el amparo. 

Queja 68-945, Joaquín lIenoca!. Resuelto el 28 de oc­
tubre de 1¡¡53, por unanimidad de cuatro ,otos, siendo 
ponente el lItro. José Castro Estrada. Ausente el lItro. 
Gabriel Gareía Rejas. 
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Dá..~OS POR COXSTRUCCIOX.- Xo existe en nues­
tra ley positiva disposición alguna que imponga a los pos­
teriores adquirientes del edificio construído, la obliga. 
ción de pagar los daños y perjuicios ocasionados por la 
edificación j al contrario, el artículo HnO en relación COn 

el 839 del Código Civil para el Distrito y Territorios Fe· 
derales consigna la obligación personal de responder de 
dichos daños a quien los haya ocasionado. 

Directo 76-53-2a. Gernma Paredes y eoagraviadas. Re­
suelto el 21 de octubre de 1953, por unanimidad de 4 vo­
tos, negando el amparo. Ausente el Sr. ·)Itro. García Ro­
jas. Ponente el Sr. )ftro. Rojina Villegas. 

DECRETO IXQULIXARIO. SU COXSTITL"CIOXA. 
LIDAD.-Ln decreto inquilinario, como lo es el número 
35 de 8 de julio de 1944 del Estado de Xue.,o León, por 
la naturaleza misma de las normas que contiene, no difie­
re substancialmente de las del Código Ch·il o del de Pro­
cedimientos Cíviles~ ya que regula el contrato de arren­
damiento y el procedimiento en el juicio respectivo, de 
acue-rdo con las necesidades de interés general y por lo 
mismo no es inconstitucional, si se tiene en cuenta que el 
órgano constituyente en el artículo 12+ de la ley funda­
mental, dejó en ID[;llOS de los legL"iladores locales las fa­
cultades que no están expresamente concedidas' por la 
Constitueión al Congreso Federal, de donde deriva preci­
samente la facultad para expedir los Códigos Ci\-ile,3 a 
los que incumbe re~lamentar e inclusive precisar la for­
ma y resoluciones mismas del derecho de dominio. 

Revisión '7647.46 ... ...\.belardo Ruiz, .Angela Reyes Vda. 
de Velarde v .lurora TI. de Pozas. Resuelto el 27 de fe· 
brero de 1953, por unanimidad de 5 votos revocando la 
sentencia del inferior, y negando el amparo. Ponencia del 
Sr. )Itro. Rojina Yillegas. 

DIVORCIO, LEGISLACIOX DE TMIATLIP.lS.- Si 
en . legislaciones como la del Distrito Federal, en que la 
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forma es elemento esencial del matrimonio por ser éste 
solemne, son eausas de divorcio, entre otras, la separa­
ción de la casa eon)"Ugal por más de seis meses sin causa 
justificada (fracción VIII del artículo 267 del Código Ci­
vil) y la separación del hogar conyugal originada por una 
causa que sea bastante para pedir el divorcio si se pro­
longa por más de un año sin que el cónyuge que se separó 
entable la demanda de di,-orcio (fracción IX del mismo 
artículo). y esto evidentemente porque tal separación es 
contraria a los fines del matrimonio en el que la vida en 
cornllll implica la relación jurídica fundante, puesto que 
si no se realiza, habitando ambos cónyuges bajo el mismo 
techo, es indiscutible que no pueden cumplirse las rela­
dones jurídicas fundadas, dado que sólo a tra,és de di. 
cha ,-ida en común puede existir la posibilidad física y 
espiritual de cumplir los fines del matrimonio, tales eo­
mo la perpetuación de la especie, la ayuda recíproca, el 
débito {'arnal y el auxilio espiritual; con mayor razón en 
casos como el de la legislación tamaulipeca en que con­
forme al artículo 70 de su Código Cidl los hechos lo SJn 
todo: una separación de más de veintidós años tiene u€'­
<,esariamente que ju,tificar la imposibilidad de la nda en 
eom-tm y de la rea-lización de los fines áel matrimonio~ 
en razón de lo cual no puede estimarse que la Sala res­
ponsable haya hecho la inexacta aplicación que injustifi­
cadamente le atribuye la quejosa, de la fracción XI del 
artículo S7 del citado Código .cidl de Tamaulipas, cuan­
do fundándose en dicha fracción confirmó el fallo de su 
inferior que decretó el divorcio, ya que por lo anterior­
mente considerado, es también concluyente que dicha se­
paración de más de veintidós años por sí sola justifica la 
imposibilidad de la nda en común de la repetida quejo­
sa y su marido y consecuentemente de la realización de 
los fines del matrimonio entre ambos. 

Directo 578-953-2a. Juana Juárez de ::Ilomoy. Fallado 
el 19 de junio de 1953. Unanimidad de 4 votos. Ausente 
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el ~Itro. Agustín :'IIercado Alarcón. Ponente Mtro. Ga. 
briel García Rojas. 

E:lffi.\RGO.- PUEDE PEDIR LA CAXCELACIO:-¡­
DEL, POR FALTA DE REIKSCRIPCIOX C\ EXDO· 
SATARIO AL COBRO. (LEGISL"\CW:-¡- DE SAX LOS 
POTOSI).-ilia acción para pedir la cancelación de un em· 
barg-o, no reinscrito en tres años, COn Ílmdamento en la 
fracción '\'1 del artículo 2861 del Código Cidl de San Luis 
Potosí, puede ser ejercitada por un endosatario al cobro, 
porque entre sus facultades está la de pedir la cancela· 
ción de un embargo anterior, cuya preferencia perjudica 
al crédito cuyo cobro se le confió. 

Directo 1594-953-2a. J. Jesús GalVán Vargas. Resuelto 
por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
KacÍón el 6 de noviembre de 1953, concediendo el ampa­
ro por nnanimidad de 4 votos. Ponente Sr. :lItro. Vicen· 
te Santos Guajardo. 

FALTA DE PERSOXALIDAD í FALTA DE AC· 
CIOX.- Cuando se demanda a una persona que no es la 
obligada a cumplir la prestación que se reclama, la excep­
ción opoonible no es la de falta de personalidad, sino la 
de falta de acción. En el caso, en vez de demandar a la 
sucesión, que era la deudora, se demandó a una persona 
individual, luego se demandó a quien nada debía, y la de­
fensa que éste debió -apouer, como lo hizo, fué la de falta 
de acción, ya que el reo nQ carece de capacidad para li~ 

tigar porque le falte la representación legal atribuida por 
el actor, sino que realmente no hay derecho material que 
ejercitar en contra de él, ni calidad para responder de 
la prestación que se le exige. , 

Directo 2921-53. José Tomás de Jesús Victoria, suce· 
siÓn. Resuelto por unanimidad de cuatro "\'Otos el 15 de 
octnbre de 1953. ,Ponente:lItro. José Castro Estrada. 

FLL,ZA EX LA SUSPEXSroX.- XO DEBE Lnrr· 
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TARSE LA FOIDlA DE RECIDIRSE, EN TERmNOS 
DE LEY.--Si el acuerdo reclamado en queja, expresa que 
la fianza de la suspensión debe otorgarse por persona sol­
,ente y de arraigo, a juicio de la autoridad responsable, 
por ser una exigencia concreta, limitada, coarta el dere. 
cbo del interesad" para ofrecerla COill" la permite el ar­
tículo 125 de la Ley de Amparo, y liberalmente lo. auto­
riza la jurisprudencia que interpreta. esa disposición, o 
sea en cualquiera de las formas que la ley común autori­
za para otorgar una garantía. 

Queja 125-53. Librad¡¡ Lomelí Magaña, resuelta el 22 
de octubre de 1953, pOI'. unanimidad de 4 ,otos. Ponent. 
el Sr. :\Itro. Vicente Santos Guajardo. Ausente el Sr. :\rtro. 
Gabriel Gurcía Rojas. 

DIPROCEDEXCIA DE LA ACCION REITT\"DICA­
TORIA SOBRE TERRE':\OS Cmrr'XALES.- Es mani­
fiesta la improcedencia de la acción reivindicatoria de· 
duri~1a, porque tuvo por objeto unos terrenos comunales 
pprteneciente-s a un ejido, que legalmente era imposible 
obtener por el quejoso y porque aún 'Suponiendo sin con­
ceder que esto no fuera aSÍ, de- cualquier manera es ed­
dente que el título de los ejidatarios demandados es an~ 

terior al del señor Aquiles Calderón :;Iarehenas y debe 
prevalecer sobre el de dicho señor, según la jl1ris'pruden~ 
cia definida que aparece publicada con el número 19, 
a fojas 66 del Apéndice al Tomo XCVII del Semanario 
Judicial -de la Federación, que dice: "Cuando el reinndi­
cante tiene un título de propiedad y el demandado no 
tiene ninguno~ aquel título basta para tener por demos­
trado el derecho del actor, sielllpre que dicho título sea 
anterior a la posesión del demandado. Cuando la pose­
sión es anterior al títulD, entonces es necesario que el rei­
nndicante presente otro título anterior a la posesión de 
qne disfrute el demandado. Cuando las dQS partes tie-
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n€n tíhIlos, puede distinguirse dos casos: aquel en que 
los títulos tengan el mismo origen y el en que tengan 

_ orígenes diverso..~; si proceden de una misma persona, en~ 
tonees s-e atenderá a la prelación en el Registro, y si no 
está registrado ninguno de los títulos, entonces se aten4 
derá al primero en fecha; si los títulos proceden de dL,. 
tintas personas, entonces prevalecerá la posesión, salvo 
el caso de que en el conflicto que hubiere habido entre 

los causantes de ambos títulos, haya prevalecido el del 
actor . 

.Directo 1306·52·2a. Aquiles Calderón ~rarchenas. Po· 
nente el Sr. 3Ilro. José Castro Estrada. Fallado el 16 de no· 
-viembre de 1953, negando el amparo por unanimidad de 
cuatro \'otos. 

IXAPLIC~\BILIDAD DE LA JURISPRt"DEXCL\. QUE 
DEFIXE LA XEGATIYA DE LA Sl"SPEXSIOX CUAX· 
DO EL ACTO REC'LA3IADO COXDEXA AL PAGO DE 
ALnIEXTOS.- La ejecución de una ejecutoria que al 
pago de determinada cantidad de dinero Como pen..,ión 
alimenticia, por una suma notoriamente insuficiente pa· 
ra su objeto y que al mi.,mo tiempo es menor que el impor­
te de la decretada como provisional durante el juicio, sí es 
de suspen.sión porque, primeramente el juicio se decide 
cOn la materia sentencia de amparo, y, porque la suspen­
sión, sobre las mismas consideraciones de órden público 
en las que se fundan los créditos de ese especie, eon..'ierva 
la situación del acreedor alünentista para que pueda se· 
guir 50brevi,iendo hasta la cone!usión definiti,a del plei. 
to, 

Queja 150-53. Resuelto ellO de noviembre de 1953, por 
unanimidad de 4 votos. Ponente el Sr. ~Itro. Yicente San· 
tos Guajardo. A:"sente el Sr. 1Itro. Gabriel García. Rojas. 

IXEXISTEX"CU. EL CODIGO CIVIL DAA LA IN· 
EXISTR.'CIA EL TRÁTA~nEX"rO DE LAS ~17LIDADES 
O DE ALGUN OTRO L'STITUTO. ES NL"LIDAD RELA· 
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TIV A LA DE LOS CONTRATOS CELEBRADOS A "mr. 
BRE DE OTRO POR QUIEN NO ES SU LEGITBfO RE. 
PRESENTANTE.-El caso es idéntico substancialmente a • 
aquel otro en qne el mandatario contrata excediéndose de 
los límites del mandato (arts. 25S3 y ISO:! del Código Civil 
del D. F.). En ambas situaciones no hay consentimiento 
del representado, bien para celebrar el mandato o bien pa­
ra celebrarlo en la parte en que hay exceso. Camo com;e· 
cue~lcia de esta falta de consentimiento el quejoso afirma 
que la compraventa del caso es inexistente. La afirmación 
es inexacta. Aun suponiendo que la hipótesis 'que contem­
pla el artículo 1802 del Código Civil fuera de inexistencia, 
el tratamiento que reciben las inexistencias es el de las 
nulidades o el de algún otro instituto. Así vemos que la 
falta de objeto hace inexistente el acto (artículo 222!); 
sin embargo, en los artículos H27, li3-1 Y H36 se provén 
factispecies de inexistencia y se les trata como nulas; los 
contratos sobre cosas que están fuera del comercio, téeni~ 
camente carecen de objeto, pero los artículos 1826 y 2950 
fracción III prevén uno de estos casos y lo tratan por me· 
dio de la nulidad. El objeto de la compraventa es la de 
transferencia de la propiedad" del derecho (artículo 2:?4S); 
esto no obstante a la venta de cosa ajena se le llama. nula 
(artículo 2"270), y la venta de un crédito inexistente en el 
momento de la cesión engendra el efeeto de obligar al ce· 
dente a prestar la garantía de su existeneÍa (artículo 
20!2) lo cual n" se compagina con la inexistencia (que es 
la nada jurídica). El contrato de renta vitalicia es deeljlra­
do ¡{nlo (artículo 2779) si el beneficiario murió antes del 
otorgamiento. Y si a la falta de consentimiento se refiere, 
tenemos los artíeulos 1802, 2182 Y 2183 que se ocupan de 
ella y en todos esos casos el tratamiento es de nulidad, co­
mo lo será, por falta de texto adecuado, el del acto cele­
brado por un infante en quien la ausencia de consenti­
miento "es absoluta y el tratamiento de la especie se hará 
por el sistema de las incapacidades (nulidad relati,a, ar-
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tículo 2230). El mismo profesor norja Soriano que según 
las notas de Gareía Téllez, inspiró la adopción de las in­
existeneias en el Código el dI vigente pasa de la inexisten~ 
cia a la 'nulidad sin puente alguno al referirse prec:i~amen4 
te el artículo 1802; "Cuando una persona, -die€'- cele~ 

bra un contrato a nombre de otra sin ser su representan~ 
te, a ese contrato le falta uno de los elementos. esenciales: 
el consentimiento del representado. Xo hay hasta enton­
ces la oferta del otro contratante: no existe aun contra­
to por falta de consentimiento. Esta es pues ]a naturaleza 
de la nulidad a que se refieren los. artículos citado . ., en el 
nílmero anterior (artículo 1802 y sus orígenes)". (Teoría 
General de las Obligaciones T. 1, página 360 la. Ediei()u). 
Se sigue, entonces, como ya se. expresaba, que no es in~ 

existente la compraventa de tres de julio de mil novecien· 
tos treinta y seis. 

Directo 1205-952. ~Iannel Ahued; Ponente ~Itro. Ga· 
briel Garda Rojas. Resuelto el dí& 8 de julio de 1953. t:na­
nimidad de 4 votos. :Niega e.l amparo. 

IXTERDICTO DE RECt:PERAR LA POSESIOX. LOS 
TRES ELE~IE~70S DE LA ACCIOX y SU PRt:EBA;­
Atento el contenido de los artículos 17 y 18 del Código de 
Procedimienos Ch·iles del Estado de Guerrero (iguales a 
los mismos númerOs del Distrito Federal), los elementos 
de la acción interdicial de recuperar,. consistentes: I, en 
que el que la intente haya tenido prenamente la posesión 
jurídica o derivada ·del inmueble de cuya recuperación se 
trata; TI, en que aquel contra quien se intente haya des .. 
pojado al primero de esa posesión; y IU, en que la acción 
se deduzca dentro del año siguiente a los actos yiolentos 
O a las vías de hecho causantes del despojo. Estimó la au­
toridad responsable que el primero de estos elementos so­
lamente pudo acreditarse con prueba testimonial, ya que 
en su concepto por ser la posesión un hecho, no puede de­
mostrarse de otra manera. Si~ embargo, esta Tercera Sala 
de la Suprema Corte no puede aceptar el antenor criteria 
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porque pudiendo ser la posesión originaria o derivada, re­
sulta claro hasta la evidencia que no es cierto que dicha 
posesión originaria pueda demostrarse únicamente con tes­
tigos, eomo lo estimó ia responsable, sino qUE:', muy por el 
eontrario, tal demostraeión puede obtenerse también con 
el título de propiedad correspondiente, por una parte, y 
por la otra con el título precario en -virtud del cual el pro­
pietario haya entregado la cosa al poseedor; de donde re­
sulta que en el caso sí se encuentra acreditado dicho pri­
mer elemento, dado que el quejoso Alfonso Parra lIarqui­
na demostró con la copia certificada de sus escrituras de 
propiedad, debidamente inscritas en el Registro Público, 
de veintiocho de noviembre de mil novecientos -veintiocho 
y de veinticuatro dc julio de mil novecientos cuarenta y 
cuatro, que la casa de que se trata la adquirió por compra 
en una de sus mitades- de la señora Jesús )Iarquina ,iu­
da de Parra y en la otra mitad, también por compra, de 
la señorita Sofía Parra lfarquina constando en ambas es.­
crituras que dicho señor Parra )Iarquina, se dió por reci­
bido de las referidas dos mitades de la finca y por tanto 
que fl es el poseedor, máxime si se tiene en cuenta que con­
forme a la legislación vigente en la época en que Parra 
compró, la posesión se entendió entregada con el solo otor­
gamiento de la escritura. Comprobando el primer elemen-

. to de la acción, existe también en el c.aso la confesión fle­
ta de la demandada, no contradicha ni menos des.irtuada 
por pnleba alguna -en contrario y obtepida en el j:tP.cio por 
no haberse presentado dicha señora a absolver las posi­
ciones que oportlmamente se le articularon no obstante 
haber sido citada en legal forma, en el sentido de que las 
dos piezas y la cocina que de la easa en cuestión oeupa la 
recibió en comodato y por ello a título precario, puesto 
que se la tuvo por confesa de las preguntas que al respec­
to se le formularon para que dijera si es cierto que el ac­
tor en el interdicto le faeilitó dichas piezas y cocina para 
que las {lcupara como vivienda en forma absolutamente gra-
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. ttúta. El segundo elemento de la aludida acción interdic­
tal se eneuentar igua'lmente demostrado en autos, porque 
si el in,ocado artículo 17 del Código de ProceJimientos Ci­
,iles expresamente concede tal acción no solamente al que 
€S despojado de la posesión derivada de un bien inmueble 
(posesión que por su propia naturaleza es siempre mate­
rial) sino también al que es despojado de la posesión ju­
rídica, resulta dd todo evidente que tal despojo de la po­
sesión jurídica en ea.-sos como el presente no pueJe con­
sistir, como Con tooo acierto 10 sostipue Eduardo PalIares 
en "El Tratado de los Interdictos", página 151, sino en el 
cambio ilícito del título de la tenencia o posesión de la co­
sa por parte de la despojante. quien en el caso concr:eto y 
según aparece de autos, siendo eomodataria, de propia au­
toridad cambió este título por el de po_'eedora en derecho 
al dejar de reconocer al verdadero propietario como due­
ño del inmueble y negarse a de\·olverlo, eambio de título 
que así las eosas resulta del todo ilegítimo, por la senei· 
lIa razón de que nadie puede crear su propio derecho ni 
ca.mbiar por sí mismo la causa de su posesión, pues aun· 
que el artículo 1139 del Código Cidl estima legalmente 
cambiada la cau:;a de ésta cuando el poseedor que no po­
seía a título de dueño comienza a poseer con este carácter, 
dicha mutaeÍón de causa no debe entenderse como un ac· 
to meramente subjetivo dependiente de la propia unilate­
ral voluntad del interesado, sino que debe realizarse me· 
ruante un título traslativo de dominio como 10 dice el ar­
tículo citado, en relación eon el artículo 827 del mismo 01'· 

denamiento. Por último, el tercer elemento de la repetid9 
acción también se encuentra acreditado, porque ~l citaao 
artículo 18 del Código 'Procesal no solamente se refiere, 
cuando establece el aludido término de nn año para dedu­
cirla, a los actos violentos ejecutado>; por el despojante en 
contra del antiguo poseedor, sino también a las vías de he­
cho causantes del despojo, y es eyidente que tales vías de 
hecho causantes del despojo, están constitllídas en el caso 
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precisamente por la resistencia opuesta por la oomodata­
ria a devolver al comodante la cosa haciéndose pasar cOmo 
dneña, por lo que el término del año de que se trata de 
be empezarse a computar justamente en el momento en 
que tal negativa se realizó y que en el caso resulta ser 
el día diecinueve de enero de mil novecientos cÍneuen· 
ta y dos, en que Parra l\larquina demandó a la señora Con­
cepeÍón Parra viuda de Pérez la desocupación de la casa, 
según a parece de autos. En a poyo de lo anterionnente 
considerado, no está por demás citar las opiniones de Mar· 
tí y )liralles y de Ruffini, expuestas, respectivamente, en 
sus monografías '~Spoliatns Ante Omnia Restituendus" 
(Conferencias dictadas en la Academia de Legislación y 
Jurisprudencia de Barcelona en 1909 y 1910, Imprenta Hi· 
jos de Jepús) y "Actio Spolii" (Turín, 1889), en el sen­
tido de qne si bien es cierto que en el Derecho Romano 
para que procediera el interdicto de recuperar la posesión 
se requería que hubiera despojo con violencia, entendién-

\, dose por violencia el acto positivo de fuerza llamada vis 
atrox, o sea la que se ejercía con actos ilícitos sin inter­
venir para nada el c(}usentimiento de la vÍctima, también 
lo es que. en el Derech-a Canónico, al perfeccionarse el in­
terdicto de despojo, se hnmanizó tal concepto hasta el gra­
do de crear el principio con que encabezó el primero de 
Jos citados autores su aludido tratado. monográfico, pues 
ya no se exigía como condición sine quan non para la pro· 
eedencia de la acción posesoria la vis atrox, sino que ex· 
tendiéndose el radio de la repetida acción al mayor nú­
mero de actos, se consideró entre éstos los despojos no yio­
lent0-3 como son las simples vías de hee-ho o resistencias u 
oposiciones, en razón de lo cual se llegó a ampliar este in­
terdicto por una deeretnl a favor del depositario o del co­
mandatario a quienes se arrebataba aquélla por medio de 
la .iolencia o ¡as citadas vías de hecho. De aqni resultó 
que la acción de despojo se dió también contra los que te­
niendo una posesión de precario, de depósito o de eomoda-
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to, se resolvi~ran contra el dueño o poseed"r jurídico pa­
ra contender contra él, in,rocando una mutación de causa 
de su posesión, como preeisa·mente acontece en el caso 
presente. 

Directo 34S1-952-1a. Alfonso Parra )Iarquina. Fallado 
el 18 de rebrero de 1953. Unanimidad de 4 votos. Ausente 
el )Iiuistro Roque Estrada. Ponente Mtr". Gabriel Gareía 
Rojas. 

LEY DE PROFESIONES.- IXTERPRETACIOX DEL 
ARTICLLO 26 DE LA.-El párrafo segundo del artículo 
26 de la Ley de Profesiones, reglamentaria de los artieu­
los 40. y 50., constitucionales, dice que "El mandato pa· 
ra asunto judicial o contencioso-administrativo determina­
do, sólo podrá ser otorgado en fayor de profesionistas con 
título debidamente registrado en los términos de esta Ley". 
La palabra "determinado" ha dado lugar a que se inter­
prete que cuando se otorga un mandato general para plei­
tos y cobranzas el precepto resulta inaplicable; pero tal 
interpretación debe rechazarse por ser contraria al buen 
sentido y al espíritu de la ley de referencia. En efecto, [, có­
mo encontrar razonable que se requiera título profesional 
debidamente registrado para ser mandatario en un asunto 
determinado y no se requiera cuando hay pluralidad de 
asuntos? Por mayoría de razón se impone la conclusión 
contraria, y a nadie se le oculta que la intención del legis­
lador fué que todo mandato para asuntos judiciales se otor­
gara exclusivamente de licenciados en Derecho con título 
debidamente registrado en la Dirección General de Profe­
siones. 

Directo 2390-952-2a. "Alvaro F. Pérez", Suers. Resuelto 
to por la Tercera Sala de la Suprema Corte de .J usticia de 
la Xación el 11 de septiembre de 1953, concediendo el am­
paro por unanimidad de cuatro ,otos. Ponente Sr, :I~tro. 
Vicente Santos Guajardo. 

LOTERL~ BILLETES DE.-Los billetes de lotería no 
son títulos de crédito sino que eaen dentro de 10 dispues-
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, 
to por el artículo 60. de la ley de la materia, o sea, son 
documentos que no están destinados a circular y sirven 
para identificar a "quien tiene derecho a exigir la presta. 
eión que en ellos se consigna, ya que representan el dere­
cho a una prestación futura, que, como bien dice la res­
ponsable, se convierte en realizable cuando el billete re­
sulta premiado en el sorteo respectivo, de manera que el 
tenedor de buena fe de esta clase de documentos puede exi­
gir, en su caso, la prestación correspondiente. De acuer­
do con el artículo 12 del 'Decreto Presidencial de siete de 
agosto de 001 novecientos veinte reformado por el Decre­
to de winte de enero de mil novecientos treint,\- los pre­
mios de la Lotería Nacional para la Beneficenda Pública 
se pagarán precisamente contra la entrega del billf'te pre­
roLado y además, deberá exigirse que el tenedor del bille­
te otorgue comprobante del pago que recibe suscribi.én­
dolo con su nombre y dirección. Son pues dichos billetes 
títulos al portador ordinarios, que no título de crédito, 
pre,istos por el Código Civil y precisamente el caso a con­
sideración demuestra que pueden existir y existen títulos 
al portador de carácter ordinario (artículo 1873 del Códi­
go Cidl del Distrito Federal), a los que se aplica perfec­
tamente la disposición del artículo seo del mismo ordena­
nliento que establece que no podrán ser reivindicados del 
adquirente de buena fe, aunque el poseedor haya sido des­
posído de ellos contra su voluntad. 

Directo 3069-1952. Arturo Stransky. Resuelto el 30 de 
julio de 19;:;3, por unanimidad de ;) votos se negó el ampa­
ro. Ponente el Sr. ~Itro. ~lercado Alarcón. 

NL"LIDAD DE ACTUACIOXES.-No es nulo lo actua­
do -por un juez sujeto a proceso, 'porque no hay ley que asi 
lo establezca y porque las nulidades son de interpretación 
estricta., por mane-ra -que no pueden aplicarse a otros ca­
sos que los expresamente previstos en la ley. 

Directo 188.') .. 952-1a_ Artemio Coutiño Ochoa. Resuel­
to por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
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la Nación el 11 de septiembre de 1933, negando el ampa­
ro por nnanimidad de 4 votos. Ponente Sr. )rtro. Yicente. 
San Guajardo. 

NULIDAD DE ACTUACIOXES.- CU.\:XDO prEDE 
SER DECLARADA DE OFICIO.-La falta de internnción 
del ~1inisterio Público en un juicio de di,orcio en que exis­
tan hijos menores, ·vicia radicalmente -el proeedimiento,~ 

pUé'Sto que el representante de la sociedad tiene a su car­
go la defensa de los derechos de los menores, derecho", en 
los. que la sociedad está interesada; es, par 10 mismo, el 
!\Iinisterio Público 1m sujeto procesal de carácter impres­
cindible, y su falta de audiencia equivale a dejar sin de­
fensa a los menores, de donde se infiere que si al )IiIúste­
rio Público no se le da la intervención que le corresponde, 
el procedimiento adolece de una grave irregularidad que 
el Juez está obligado a declarar de oficio en su sentencia. 

Directo 3331-52. ~Iodesta Alvar" de Pérez. Resuello 
por unanimidad de 5 "Votos le 23 de julio de 1953. Ponetl­
te ~Itro. Roque Estrada. 

PRESCRIPCIOX NEGATIY A.-Su interrupeión por la 
sola presentación de la demanda en materia de título de 
crédito. Cuando el actor presenta como base de su acción 
un título de crédito, la disposición aplicable para resolver 
si quedó o no justificada la excepción de prescripción ex­
tint;"a "puesta por el demandado, es sin duda el artículo 
166 de la Ley General de Títulos y Operacione; de Cré­
dito, disposición que terminantemente establece que la de­
manda interrumpe la prescripción. Si el abandono de l. 
acción por SU titular es 10 que origina la preseripeión, re­
sulta elaro que la sola demanda intentada oportunamente, 
e independientemente de su notificación, produce la men­
cionada interrupción. 

Si el artículo 166 mencionado establece que interrumpe 
la prescripción la demanda, aun la presentada ante juez 
incompetente,. y no dice que esa demanda deba ser notifi-
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cada para el efectl> de la repetida inttrrupción, cabe re­
cordar el prineipil> de interpretación: "Donde la ley no 
distingue no debe distinguirse". 

pirecto 2503-19&2. Francisco Aguilar por unanimidad 
de 5 votos. Se negó el amparo. Ponente el Sr. ~ftro. ~Ier­
eadl> Alarcón. 20 de abril de 1953. 

QI.i"EJA, FUXDADA.--Si la antoridad responsable t<>­
mando da too del expediente, fija una contrafianza en de­
terminada cantidad, que el recurrente reclama eomo insu­
fieiente para su objeto y demuestra su afirmación eon. un 
certificado extendido a petición suya y dirigido a. él mis­
mo, t"n el que se hace constar que el Talar del bien que 
sirdó a la responsable para fijar la cuantía de la contra.­
fianza, es mayor, no obstante que la respon.sable ignora 
ese certificado, 'la 'queja es fundada a efecto de que la con­
trafianza es bastante para restituir al quejoso en términos 
.:~~ ley. 

Queja 35-53. Oficina Liquidadora y Exadora del Im­
puesto sobre Herencias a favor de la 'Luiversidad de Pue­
bla por sí y por la "Beneficencia Pública del Estado de 
Puebla ", rosnelta el 28 de octubre de 1953, por nnanimi· 
dad de el votos. P()nente el Sr. ~nro . .J()"" Castro Estrada. 
Ausente el Sr. ~!tro. Gabriel García Rojas. 

Qt:E.JA Dll'ROCEDEXTE.- Los actos reclamados de­
ben recurrirse ante el superior jerárquko. 

Los actos del Juez de D¡str¡to, como no se le señaló en 
el amparo como autoridad ejecutora, deben reclamarse an~ 
te el Tribunal de Circuito, como supexior jerárquieo, m.e­
diante la interposición del recurso de apelaciólL. en ambos 
efectos, conforme al artículo 406 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles; y sólo esta resolueión admite la 
queja prevista en la fracción IX del artículo 9i) de la Ley 
de .... \.mparo. La queja que en estas circunstancias se ende­
rezó directamente ante la Suprema Corte es improeeden~ 
te, independientemente de la obligación de respetar dere-
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chos adquiridos por terceros' de buena fé que en la actua. 
lidad .se hallen en poder de los inmuebles de que se trata, 
a quienes no se podrá atropellar y descoooeer sin el debi­
do proceso legal. 

Queja 619.94S, Sucesión de Francisco Planearte y Na. 
varrete. Resuelto el 28 de octubre de 1953, por uuanimidad 
de 4 votos, siendo ponente el }Iinistro .José Castro Estra­
da. Ausente el }Itro. Gabriel García Rojas. 

Ql"E.JA DIlPROCEDEXTE POR DOS COXCEPTOS.­
Si la sentencia foncedió el amparo al quejoso para qne 
la autoridad responsable dictara nueva resolución en la 
que apreciara una prueba que dejó de estimar, y la pro­
pia responsable estudiando esa prueba decidió sobre la ac­
ción intentada, si con SU resolución eau,.-;a Un perjuicio al 
recurrente, ello no constituye materia del recurso de que­
ja por defecto de ejecución de la sentencia dictada en el 
amparo y, por ende, la queja es i!l1procedente. -Af:ura, -si 
los mismos actos fueron reclamados con anterioridad en 
la vía de amparo y éste, además, fué resuelto en el senti­
do de negarlo, tal eircunstancia es una causa más de im­
procedencia de la queja, porque el acto que mediante este 
recurso se reclama ya fué objeto de resolución en el jui· 
CiD constitucional respectivo. 

Queja 320·945. Octavío Gutiérrez y coagraviados. Re­
sucIto el 10 de noviembre de 1953, por unanimidad de 4 
votos, siendo ponente el ]IinistrJ Vicente Santos Guajar. 
do. Ansente el ~1inistro Gabriel García Rojas. 

RECCRSO DE REYISIOX COXTRA U,S SEXTE~· 
ClAS DE SOBRESEnnEXTO DICTADAS POR LOS .JUE­
CES DE DISTRITO EX .UI.PAROS CO~"TR.\ LEYES. 
CORRESPO:\"'DE A LA CORTE se COXOCDrIEXTO y 
XO A LOS TRIBCXALES COLEGIADOS DE CIRCeITO. 
RACIOXAL IXTERPRETACIOX DEL ARTICCLO 92, 
REFOIDIADO, DE LA LEY DE A31.P.\RO.- Si bien es 
cierto que conforme a la letra del artículo 92 de la Ley de 
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-Amparo es necesario que se alegue como agra\+io en la re­
visión la inconstitucionalidad de la ley impugnada para 
-que la Sala correspondiente pueda con0cer del recurso en 
los términos del inciso a), de la fracción 1 del artículo &! 
de la. misma Ley de Amparo. también lo es que una racio­
nal interpretación del expresado artículo tiene que con­
ducir a la lógica conclusión de que en cas03 corno el pre. 
sente1 en que el" Juez de Distrito sobresee por causa de im­
procedencia, la parte quejosa, al expresar sus agrav-ios. 
-no necesita referir éstos en forma alguna a tal inconstitu~ 
cionalidad, que sólo podría hacer en el caso de que el Juez 
de Distrito entrara al fondo de la cuestión, sino que basta 
que solamente los refiera a los motivos que sinieron al 
propio Juez para s,)breseer, ya que precisamente el agra­
vio se causa, en caso de que exista, por dieho sobresei­
miento; de donde resulta Que ia Corte sí puede conocer 
u .... : :"'''...:~'_lrsO en los términos de los invocados preceptos, ya 
que si estima que el sobreseimiento es fundado, se surte 
plenamente su competencia al tenor de dicho inciso a), de 
la fracción 1 del repetido artículo 84, y si estíma lo con­
trario, confirmando el sobreseimiento dará por concluí do 
el juicio. En apoyo de las anteriores consideraciones debe 
también agregarse esta otra: que la Suprema Corte debe 
obrar en casos COmo el presente con plenitud de jurisdic­
ción, ya que de lo éontrario se colocaría en situaeión que 
podría estimarse Como de subordinaeión con relación a los 
Tribunales Colegiados de Circuito, al dejar a é . .,tos la fa­

. eultad de decidir si el sobreseimiento es o no procedente, 
pa_ra convencerse de lo cual basta con suponer la hipótesis 
de que el Tribunal re"Vocara un sobreseimiento notoriamen­
te legal y obligara a la Corte, de este modo, a entrar al 
fondo de la cuestión siu otra alternatiya, ya que en tal hi­
pótesis la propia Corte carece legalmente de facultades pa­
ra rC\-ocar la resolución del Tribunal; todo lo cual es sen­
cillamente ilógico y antijurídico, dado el sistema de jerar­
quías establecido por la Constitución y por la Ley entre los 
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órganos del Supremo Poder Judicial de la FederaciÓ<l, a 
cuya cabeza indiscutiblemente se encuentra este alto Tri­
bunal. 

Revisión 4766-949·2a. Isabel Guerrero de Caballero. Fa­
llado el 18 de febrero de 1953. linanimidad de 4 votos. Au­
sente el ~Iinistro Roque Estrada. Ponente. ~1tro. Gabriel 
Gareía Rojas. 

VEXTA DE IX~ruEBLE AFECTADA DE :-'LJLIDAD 
RELATIV A.-Si la venta de inmueble, impugnada de nu­
lidad, la efectuó el albacea, de acuerdo con el artículo 1717 
del Código Civil se requefÍ.a el consentimiento, además de 
las herederas; pero sí una de- éstas personalmente dió su 
consentimiento siendo menor de yeintiun años y p(l~t~rior-, 

mente los ratificó con actos positiyos ya siendo mayor de 
edau; y sÍ, además, no impugnó la venta, es evidente qlle 
existió una confirmaeió~ tácita, pugnándose con ello el 
vicio, según lo establecen los artículos 2233 y 2236 en re­
lación con el 63& y el 1152, fracción 1 de la ley en cOI)Sul­
ta. A mayor abundamiento, no es exacto que la nulidad 
consignada en el artículo 56.3 sea absoluta, porque el artí­
culo 637 otorga acción para reclamar esa nulidad al inca­
pacitado únicamente,' del ya invocado artículo 638 admlte 
la prescripción de cada acción, características ambas que 
corresponden a la nulidad relativa y no á la de pleno de­
recho. 

Directo 4986-51-2a. Gracia Vázquez de Sáenz. Ponente 
~Itro. José Castro Estrada. Fallado el 2-l de septiembre 
de 1953, concediendo el -amparo por unanimidad de cuatro 
votos. 
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• 
TESIS QUE. A JUICIO DEL C. MINISTRO PO-

NENTE. DEBE HACERSE RESALTAR EN EL 

INFORME QUE RENDIRA EL C. PRESIDENTE 

DE LA TERCERA SALA. 

DECRETO INQUILINARIO. SU constituciona­

lidad.-Un decreto inquilinario. como lo es el núme­

ro 35 de 8 de julio de 1944 del Estado de Nuevo 

lr.:ó". por la naturaleza misma de las normas que 

contiene. no difiere substancialmente de las del Có­

digo Civil o del de Procedimientos Civiles. ya que 

regula el contrato de arrendamiento y el ~procedi­

miento en el juicio respectivo. de acuerdo con las 

necesidades de interés general y. por lo mismo. no 

es inconstitucional. si se tiene en cuenta que el ór ... 

gano constituyente en el artículo 124 de la ley fun­

damental dejó en manos de los legisladores locales 

las facultades que no están expresamente concedi­

das por la Constitución al Congreso Federal. de 

donde deriva precisamente la facultad para expedir 

los Códigos Civiles a los que incumbe reglamentar 

e inclusive' precisar la forma y resoluciones mismas 

del derecho de dominio. 

Revisión 7647/46. Abelardo Ruiz. Angela Reyes 
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Vda. de Velarde y Aurora B. de Pozas. Resuelto el 

27 de febrero de 1953, por unanimidad de 5 votos 

revocando la sentencia del inferior y negando el amo 

paro. Ponencia del C. Mtro. Rojina Villegas. 
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